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La utilización de las garantías autónomas o independientes por parte de entidades 
bancarias y aseguradoras como alternativa a la fianza clásica es un fenómeno 
relativamente nuevo, que en nuestro país se intensificó a partir de mediados de los años 
ochenta y principios de los noventa. En la actualidad, son varios los ejemplos que 
pueden encontrarse en el Derecho positivo español en los que se hace referencia a 
garantías personales que comparten una serie de requisitos entre los que destaca la 
solidaridad, la fórmula de pago a primer requerimiento y la inoponibilidad de 
excepciones derivadas del contrato principal. Sin embargo, todavía no existe una 
regulación legal específica de la garantía autónoma a primera demanda, circunstancia 
que se ha visto atenuada por la presencia de instrumentos de soft law y, en particular, 
por la general aceptación entre los comerciantes de las Reglas uniformes relativas a las 
garantías a primera demanda, que han recibido un nuevo empuje a raíz de la revisión del 
año 2010.  
 
PALABRAS CLAVE  
 
Garantía a primera demanda, garantía autónoma, garantías independientes, 




La garantía autónoma a primera demanda es una modalidad de garantía personal que se 
caracteriza, en oposición al régimen legal de la fianza clásica, por la atenuación de la 
nota de accesoriedad, que se traduce en el hecho de que la obligación de pago del 
garante –normalmente un banco o una entidad aseguradora- está esencialmente 
desligada del contrato principal, de modo que en la mayoría de los casos bastará la 
simple reclamación escrita del beneficiario para que pueda llevarse a cabo la ejecución 
de la garantía, siendo posible también que las partes del contrato establezcan 







La configuración convencional de estas garantías suele pasar por la inclusión de las 
cláusulas de pago a primer requerimiento y de renuncia por parte del garante a oponer 
las excepciones derivadas de la relación subyacente o de valuta que el deudor principal 
hubiese podido oponer al acreedor1.  
 
La automaticidad en el pago y la rápida satisfacción del interés del acreedor que 
posibilita la garantía a primera demanda, así como su capacidad para asegurar riesgos 
atípicos la convierten en un instrumento de gran utilidad en las operaciones comerciales 
internacionales, que normalmente revisten un carácter complejo. Asimismo, en el 
ámbito interno los cambios legislativos de los últimos años evidencian una progresiva 
utilización de garantías personales «pagaderas a primer requerimiento», y en particular, 
de los avales y seguros de caución a primer requerimiento2; pese a ello, nuestro derecho 
todavía no contiene una regulación de las garantías autónomas a primera demanda. 
 
El presente trabajo, cuyo objetivo es realizar una aproximación al estudio de las 
garantías autónomas a primer requerimiento, se estructura en cuatro capítulos. En el 
capítulo primero se intenta una explicación del origen de estas garantías, en la que se 
incluyen referencias obligadas a figuras afines como el crédito documentario y las cartas 
de crédito contingente o standby-letters of credit. El capítulo segundo pretende ofrecer 
una conceptuación de las garantías autónomas a la luz de la doctrina española y de los 
textos internacionales, así como un estudio sintético de sus clasificaciones y de la 
estructura triangular del contrato. El capítulo tercero está centrado en analizar la 
naturaleza jurídica de la garantía autónoma. En el capítulo cuarto se analiza una de las 
cuestiones más controvertidas de la figura, como es la relativa a los límites a la falta de 
accesoriedad, esto es, los mecanismos de defensa de los que dispone el garante para 
oponerse a la reclamación del beneficiario de la garantía. El capítulo quinto está 
dedicado a tratar la cesión de la garantía.  
 
 
                                                 
1 M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías a primera demanda y del seguro de caución, 
Comares, Granada, 2014, p. 1. 
2 Entre otros, puede verse la D. A. 1ª Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados (TRLOSSP), y 
art. 97.1 Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido 





CUERPO DEL TRABAJO 
 
CAPÍTULO I – El nacimiento de las garantías autónomas y su admisión en el 
Derecho español.  
 
1. Antecedentes históricos 
El origen de las garantías autónomas a primera demanda, también conocidas como 
garantías independientes, autónomas o no accesorias3, se encuentra en la doctrina 
alemana de finales del siglo XIX, y en particular, en la obra de Rudolf STAMMLER, 
quien ideó la figura del Garantievertrag, que suponía una variación sobre el esquema 
histórico de la fianza4. Este tipo contractual, en sus inicios, se aplicaría únicamente en la 
contratación interna alemana. Sin embargo, su funcionamiento y configuración lo 
hacían especialmente apto para su uso en el comercio internacional.  
 
Precisamente es la creciente complejidad de las transacciones internacionales, unida a la 
carestía de una garantía funcional y ágil en su realización que pudiera hacer frente a las 
nuevas exigencias del comercio internacional5, lo que justifica la aparición de las 
garantías independientes6. El intercambio de bienes y servicios ha estado presente en la 
historia de la humanidad desde el origen de los tiempos, con las consecuencias que ello 
conlleva (diversidad de ordenamientos y jurisdicciones, necesidad de articular 
mecanismos de garantía del cumplimiento de las prestaciones objeto del contrato, etc.). 
En un primer momento, las transacciones internacionales tenían cortos períodos de 
ejecución o eran de ejecución instantánea (self-liquidating7), y normalmente se basaban 
                                                 
3 M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de las denominadas garantías independientes o 
autónomas, Marcial Pons, Madrid, 2001, pp. 15 y ss.  
4 R. STAMMLER, «Der Garantievertrag», Archiv fur die Civilistiche Praxis, 1886, pp. 1-141, citado por F. 
INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía a primer requerimiento», M. 
YZQUIERDO TOLSADA (dir.), Contratos. Civiles, Mercantiles, Públicos, Laborales e Internacionales, con 
sus implicaciones tributarias. Tomo IX. Contratos de financiación y de garantía, p. 376.  
5 Uno de los motivos por los cuales se empezó a buscar mecanismos de aseguramiento distintos a la 
fianza fueron las dificultades que sufría el acreedor internacional para asegurarse el pago. Estas 
dificultades se debían, en esencia, al régimen de oposición de excepciones propio de la fianza, que 
permitía al garante denegar el pago al beneficiario de la garantía (el acreedor) con base en las excepciones 
derivadas del contrato principal. Vid. J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda: 
contratación internacional e interna, Madrid, 2004, pp. 65, 66, 74 y 78.  
6 S. S. ESCRIBANO, «La garantía a primera demanda», Cuadernos de Estudios Empresariales, núm. 9, 
Servicio de Publicaciones de la Universidad Complutense de Madrid, 1999, pp. 281-297; el texto se 
encuentra accesible en http://revistas.ucm.es/index.php/CESE/article/view/CESE9999110281A/10225.    





en contratos de compraventa de materias primas y suministros. Sin embargo, después de 
la Segunda Guerra Mundial las transacciones internacionales se vuelven más complejas, 
y se amplían tanto las modalidades contractuales utilizadas como los períodos de 
ejecución8, lo cual supone un incremento de los riesgos para el acreedor internacional 
(que se identifica normalmente con el vendedor exportador)9.  
 
Otro fenómeno histórico que contribuyó a la proliferación de las garantías 
independientes fue el crecimiento económico de los países de Oriente Medio. En la 
década de los 70, se produce un retroceso en el crecimiento económico de las potencias 
occidentales, lo cual unido a la crisis del petróleo facilita que los países del Golfo 
Pérsico aumenten sus ingresos financieros y hagan valer su posición dominante como 
grandes exportadores de petróleo10. Se produce entonces un cambio en la situación del 
mercado económico, que se convierte en un buyer’s market en el que los países árabes 
emergentes, gracias a la liquidez de tesorería obtenida a través de la explotación del 
petróleo, asumen el papel de compradores y empiezan a contratar con empresas 
occidentales para la puesta en marcha de grandes proyectos de industrialización11. 
Como consecuencia de la exigencia de los primeros de que las empresas asegurasen la 
correcta ejecución de los proyectos, se generaliza la emisión de garantías 
independientes, una figura que, con un funcionamiento más ágil que aquel de la fianza y 
el crédito documentario, suponía un aseguramiento más eficaz y sencillo de los riesgos 
inherentes a las transacciones comerciales internacionales, a la vez que equilibraba la 
posición de las partes contratantes12. La preferencia por las garantías independientes 
resultó favorecida, asimismo, por los pronunciamientos judiciales acaecidos con motivo 
                                                 
8 En particular, proliferan los contratos de ejecución de obra y de ingeniería civil. Vid. J. SAN JUAN 
CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 67-70 y 82; A. HERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, «Los 
contratos de construcción «llave en mano»», CDT (Cuadernos de Derecho Transnacional), vol. 6, núm. 
1, 2014, pp. 161-235; el texto se encuentra accesible en http://e-
revistas.uc3m.es/index.php/CDT/article/viewFile/1915/908.   
9 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 62 y ss.  
10 Especialmente relevante en este sentido resultan las decisiones de la OPEP en la década de los 70, tales 
como el embargo de los envíos petrolíferos hacia Estados Unidos y sus aliados europeos, y la decisión de 
aumentar los precios de venta del crudo.  
11 L.F. CARRILLO POZO, Las garantías autónomas en el comercio internacional, Bolonia, 2000, pp. 27 y 
ss.; J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 47, 61 y 81; M.M. BUSTILLO SAIZ, 
Sobre la atipicidad de las garantías a primera demanda…, p. 7.  
12 Hasta ese momento, los exportadores eran quienes recibían una mayor protección por parte de los 
ordenamientos jurídicos internos, y quienes por tanto ostentaban una posición de dominio sobre los 
importadores, que empezaron a exigir una mayor protección consistente en una promesa de pago 
independiente, que asegure el cumplimiento de la ejecución de la obra. Vid. J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, 





de los problemas de pago derivados de la revolución iraní de 1979 y la posterior guerra 
entre Irán e Irak13.  
 
1.1 El crédito documentario y las cartas de crédito contingente como 
predecesores de las garantías autónomas o independientes.  
 
La figura de las garantías autónomas o independientes recibió mayor aceptación en los 
sistemas de common law que en aquellos de inspiración romana, probablemente por la 
similitud de las garantías independientes con el contract of indemnity14 y los créditos 
documentarios15. Los bancos americanos, que por otra parte estaban afectados por una 
norma bancaria que prohibía a las instituciones crediticias garantizar obligaciones de 
terceros16, fueron los primeros en emitir garantías independientes, bajo la forma de 
créditos documentarios irrevocables, esto es, cartas de crédito en espera (stand-by 
letters of credit) o, como más se conocen en nuestro país, cartas de crédito 
contingente17. La validez de las garantías independientes también fue admitida por la 
                                                 
13 A. JAMES CASNER, «Letters of Credit: Iranian Cases and the Need to Adapt Letters of Credit to Their 
Proposed Uses», Boston College Third World Law Journal, Volume 4, Issue 2, Article 5, 1984; se 
encuentra accessible en http://lawdigitalcommons.bc.edu/twlj/vol4/iss2/5/  
14 A. G. GUEST (General Editor), Chitty on Contracts. Specific contracts, vol. II., The Common Law 
Library, Number 2, 27ª ed., London Sweet & Maxwell, London, 1994, p. 1309 (sección 42-007), 
diferencia el contrato de garantía del contract of indemnity afirmando que en el primero el garante 
(surety) asume una responsabilidad secundaria de responder por el deudor, que permanece como 
responsable primario, mientras que en el segundo caso el garante asume una responsabilidad primaria, ya 
sea de forma exclusiva o conjunta con el principal deudor.  
15 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 85, 101-107; M. SÁNCHEZ GARCÍA / J. 
QUICAÑO RODRÍGUEZ, «Las excepciones del garante frente al beneficiario en la garantía autónoma del 
derecho español», RAI (Revista Análisis Internacional), núm. 3, 2011, p. 213.  
16 Act for the Protection of the Bank Depositors 1870, contenida en el dosier de documentación del 
Coloquio de Tours, CompteRendu sobre el Colloque de Tours, “Les problèmes du long terme” en DPCI, 
1979, pp. 141-171, citado por J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 101.  
17 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 47 y 85, sostiene que si bien parece 
que el uso de las stand-by letters of credit (el equivalente norteamericano a las garantías independientes 
europeas, en palabras del autor) se produjo inicialmente en los mercados internos de los EEUU a lo largo 
de la década de los sesenta, su utilización generalizada en las relaciones internacionales tuvo su comienzo 
en la década de los setenta. Sobre la naturaleza de los créditos documentarios stand-by, según la 





jurisprudencia británica de los años setenta18, aunque algunos pronunciamientos 
judiciales sitúan la aparición de la figura en momentos anteriores19. 
 
A raíz de la proliferación de las garantías independientes, el esquema habitual entre el 
importador comprador y el exportador vendedor varió para incluir en la operación a un 
tercer actor, una entidad financiera de solvencia indiscutible y de carácter neutral, 
aceptada por ambas partes, que no sería parte en el contrato principal o subyacente. La 
idea, en todo caso, es que el banco o entidad aseguradora no debía ser el árbitro de la 
operación principal20. 
 
La intervención bancaria en las operaciones de comercio internacional no era nueva. Sin 
embargo, si inicialmente dichas intervenciones consistían en exclusiva en medios de 
pago de la obligación del importador y entronizaban el desequilibrio en favor del 
exportador, progresivamente las entidades financieras adoptaron el papel de garantes no 
solo del riesgo de incumplimiento de pago por parte del comprador, sino también de la 
ejecución del contrato principal por parte del vendedor21. Así, se introdujo un nuevo 
instrumento, la carta de crédito documentaria o crédito documentario22, que sustituyó en 
la práctica a otros mecanismos como la letra de cambio y la aceptación bancaria y que 
tenía como finalidad garantizar al beneficiario el pago contra la entrega de los 
documentos acordados por las partes de la garantía, limitando de este modo las 
                                                 
18 Siendo especialmente relevantes los casos de Edward Owen Engineering Ltd. vs. Barclays Bank 
International Ltd. (CA 3 WLR 764 [1978] 1 Lloyd’s Report, 166 [1978] 1 QB 159 [1978] 1 All ER 976) 
referenciados por J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 85; A. MUGASHA, The 
Law of Letters of Credit and Bank Guarantees, The Federation Press, Sidney, 2003, p. 79. Un resumen de 
los hechos se encuentra accessible en http://www.atkinson-law.com/library/article.php?id=126. 
19 LORD DENNING, reputado juez inglés que ocupó el cargo de Master of the Rolls en la Court of Appeal 
entre 1962 y 1982, analizó la figura de los performance bonds en varias ocasiones, configurándola en 
1977 como una «new creature», y estableció las similitudes con las letters of credit en Hamzah Malas 
and Sons vs British Imex Industries Ltd. [1958] I AER 262. Vid. http://graphic.com.gh/business/business-
news/41018-the-legal-effect-of-guarantee-bonds.html. Véase también Sinason-Teicher Inter American 
Gran Corporation vs. Oiloakes and Oilseeds Trading Co Ltd. [1954], 1 WLR 935, citado por J. SAN JUAN 
CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 85.  
20  J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 64.  
21 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 62 y ss. Según el autor, en 1850 
tuvieron lugar las primeras intervenciones bancarias en Inglaterra, que en esos momentos era un país 
importador de materias primas y de productos agrícolas.  
22 Sobre la naturaleza de esta figura, vid. J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, pp. 






facultades del banco para analizar las vicisitudes de la relación subyacente o de valuta23. 
El planteamiento consistía en condicionar el pago de forma cuasi exclusiva a la 
presentación de los documentos justificativos del incumplimiento, de modo que una vez 
examinados los documentos por el banco, si estos se correspondían con lo pactado en el 
texto de la garantía, el banco debía pagar, mientras que si no se correspondían con los 
términos pactados, el banco no debía efectuar el pago24. Lo que se pretendía, por un 
lado, era evitar que el banco tuviese que examinar el desarrollo real de la operación –lo 
cual causaba un retraso en la realización del pago en contra de los intereses del 
beneficiario–, y, por otro, garantizar al banco su derecho a ser reembolsado por el 
ordenante de la garantía25.  
 
1.2 La nueva lex mercatoria 
 
El éxito del crédito documentario, que protegía de forma más equilibrada los intereses 
tanto del exportador como del importador y de la entidad bancaria, motivó la aprobación 
por la Cámara de Comercio Internacional (en adelante, CCI) de la primera versión de 
las Reglas y Usos Uniformes relativos al crédito documentario (RUU; en inglés, 
UCP)26. Pese a ello, el crédito documentario no consiguió adaptarse a las operaciones 
internacionales de larga ejecución, lo cual provocaría una importante revisión de las 
RUU en 198327, en virtud de la cual se incluyeron dos nuevas modalidades: el crédito 
documentario con pago diferido y la carta de crédito stand-by o stand-by letter of credit. 
Esta última modalidad, originaria de los Estados Unidos, constituye según SAN JUAN 
CRUCELAEGUI uno de los orígenes de las garantías independientes europeas28. Dicha 
afirmación parece lógica toda vez que ambas figuras son tratadas de forma unitaria en la 
Convención de las Naciones Unidas de Nueva York, de 11 de diciembre de 1995, para 
                                                 
23 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 63-64.  
24 M. KELLY-LOUW, Selective Legal Aspects of Bank Demand Guarantees, revisado por el Prof. J. T. 
Pretorius, University of South Africa, 2008, p. 7.  
25 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 64.  
26 Esta primera versión fue redactada por la Comisión de la letra de cambio y cheque de la CCI, y fue 
aprobada en el Congreso de Ámsterdam de 1929. Vid. W. CADENA AFANADOR / G. CUBILLOS GUZMÁN, 
«El crédito documentario como fenómeno de la internacionalización del derecho bancario: aproximación 
conceptual y normativa», Revista Diálogos de Saberes, núm. 25, Bogotá, 2006, pp. 164-165.  
27 La versión de 1983, conocida como publicación CCI núm. 400, se encuentra accesible en francés en 
http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/V84/836/48/PDF/V8483648.pdf?OpenElement. En 1993 
la CCI aprobó una nueva revisión de las RUU, publicación núm. 500, a la que siguieron las publicaciones 
núm. 515 y 516, que contenían, respectivamente, una guía para las operaciones con créditos 
documentarios y un listado de modelos para la utilización de los créditos documentarios.  





la regulación de las garantías independientes29. Tanto las RUU, en su nueva versión 
aprobada por la Comisión bancaria de la CCI el 25 de octubre de 200630, como la 
Convención de la Comisión de Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (CNUDMI; en inglés, UNCITRAL), actualmente vigentes, son ejemplos 
de lo que se conoce como la nueva lex mercatoria, que tiene un origen “extralegal” y 
“extranacional” –algunos autores hablan de un Derecho autónomo con pretensiones de 
validez global31– pero que ha contribuido enormemente a la unificación de la 
contratación internacional y de las reglas de derecho internacional privado32.   
 
De forma paralela a los trabajos de la CNUDMI, la Cámara de Comercio Internacional 
aprobó con fecha 3 de diciembre de 1991 las Reglas Uniformes relativas a las garantías 
a demanda 458 (RUGD; en inglés, URDG33), que comparten algunos aspectos con las 
RUU, como por ejemplo el carácter abstracto de la obligación bancaria34. La necesidad 
de adaptar el texto a las exigencias y a los avances del comercio internacional del nuevo 
                                                 
29 El título es Convención de las Naciones Unidas sobre Garantías Independientes y Cartas de Crédito 
Contingente; en inglés, United Nations Convention on Independent Guarantees and Stand-by Letters of 
Credit. El texto, que fue redactado en la 28ª sesión de la Comisión, celebrada en Viena del 2 al 26 de 
mayo de 1995, y adoptado en noviembre del mismo año por la Asamblea General de Naciones Unidas, se 
encuentra accesible en español en 
http://www.uncitral.org/pdf/spanish/texts/payments/guarantees/guarantees-s-CORR.pdf.  
30 Dicha versión, que entró en vigor el 1 de julio de 2007, vino a sustituir a la publicación núm. 500, 
vigente hasta entonces. La nueva versión ha introducido significativos cambios, en aras a una mayor 
claridad y precisión de las reglas, y ha reducido el número de artículos de 49 a 39.  
31 En este sentido, vid. J.C. FERNÁNDEZ ROZAS, «Autoregulación y unificación del derecho de los 
negocios internacionales», en J.V. GONZÁLEZ GARCÍA (dir.), Derecho de la regulación económica, vol. 
VIII. Comercio exterior, Madrid, Iustel, 2009, pp. 83-137. 
32 M. BROSETA PONT / F. MARTÍNEZ SANZ, Manual de Derecho Mercantil, vol. II, Madrid, 11ª ed., 2014, 
p. 60; R. URÍA / A. MENÉNDEZ et. al., Curso de Derecho Mercantil, vol. II, Civitas, Madrid, 2001, pp. 79 
y ss. La importancia de la Convención de las Naciones Unidas sobre Garantías Independientes y Cartas de 
Crédito Contingente de 1995 reside principalmente en el hecho de que, para los Estados que la han 
ratificado, tiene la condición de ley aplicable a las garantías de esa naturaleza que tengan carácter 
internacional (p. 662; arts. 1 y 5 de la Convención). Por otra parte, las Reglas tienen carácter dispositivo y 
únicamente se aplicaran por remisión expresa de las partes (arts. 21 y 22). Para un análisis sobre los 
regímenes aplicables a las cartas de crédito stand-by y a las garantías independientes y una crítica de la 
coexistencia de reglamentaciones, vid. J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, «Los problemas derivados de la 
coexistencia de las reglamentaciones sobre los créditos documentarios stand-by y sobre las garantías 
independientes» en Estudios de Deusto, 2002, pp. 173-199. 
33 ICC Uniform Rules for Demand Guarantees, publicación CCI núm. 458. El texto íntegro se puede 
consultar en inglés en J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas en el ordenamiento jurídico 
español. Configuración jurídica de las garantías «a primer requerimiento» y autónomas, Aranzadi, 
Navarra, 2006, pp. 323-331. Estas reglas pretendían superar la falta de aceptación de las Reglas 
Uniformes para las Garantías Contractuales publicadas en 1978 (publicación CCI núm. 325), si bien no 
suponían una derogación absoluta de estas, tal y como pone de manifiesto la introducción del propio texto 
de la CCI.  






siglo motivó la redacción y publicación de las RUGD 75835, que entraron en vigor el 1 
de julio de 2010 y sustituyeron a la versión anterior.  
 
1.3 La función económica de las garantías independientes 
Los autores que han analizado la función económica de las garantías independientes 
señalan una serie de motivos que resultan claves para entender el surgimiento de las 
garantías independientes; de todas ellos cabría destacar los siguientes:  
 
1.3.1 La ineficacia del contrato de fianza para asegurar el pago de la garantía 
 
Como consecuencia del régimen de excepciones propio de la fianza, el fiador puede 
negarse al pago oponiendo al acreedor todas las excepciones propias del deudor 
principal (excepto las puramente personales) y que sean inherentes a la deuda (art. 1853 
CC). Además, el acreedor está obligado a dirigirse en primer lugar contra el deudor u 
obligado principal (art. 1822.1º CC), y el fiador goza del beneficio de excusión, por lo 
que no puede ser compelido a pagar sin hacerse antes excusión de todos los bienes del 
deudor (art. 1830 CC). Por otro lado, la carga de la prueba del incumplimiento o impago 
del deudor recae sobre el acreedor, que no siempre dispone de los medios suficientes 
para probar dicho incumplimiento36. Todas estas circunstancias hacen de la fianza un 
mecanismo poco eficaz para tutelar el derecho de crédito del acreedor, que en muchas 
ocasiones debe acudir a la justicia ordinaria para ver satisfecho su interés económico.  
 
En la búsqueda de un instrumento de garantía que facilitase una mayor celeridad en el 
pago, se generalizó en la práctica comercial la utilización de garantías a primera 
demanda, que se regían por la máxima «pay now, litigate later»37, que no es otra cosa 
que la aplicación del viejo principio solve et repete (paga y luego reclama). La intención 
era la de otorgar un carácter prácticamente instantáneo al pago de la garantía, que debía 
operar de forma casi automática. Esto se conseguía mediante la presunción de veracidad 
de la reclamación (ligada a una inversión de la carga de la prueba, que obligaría al 
                                                 
35  ICC Uniform Rules for Demand Guarantees, publicación CCI núm. 758.  
36  M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de las denominadas…, p. 17.  
37 M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías..., pp. 2-5, afirma que la seguridad, 
traducida en la automaticidad del pago de la garantía, es la nota distintiva de los diferentes tipos de 
garantías autónomas; F. SÁNCHEZ CALERO, «Ponencia general», M. CLAVERO ARÉVALO (coord.) et. al., 





deudor a probar su cumplimiento para poder evitar el pago de la garantía) y la 
reducción, que no eliminación, de las excepciones oponibles por el garante ante el 
acreedor beneficiario de la garantía.  
 
Con la suscripción de la garantía a primera demanda, el beneficiario pretende 
desconectar su reclamación de su obligación principal como deudor, de modo que la 
primera no esté condicionada a las vicisitudes del contrato principal. En las 
configuraciones más radicales de la garantía, se diría que el acreedor beneficiario puede 
reclamar la ejecución de la misma en cualquier momento, sin verse obligado a 
demostrar la validez o admisibilidad de esa reclamación (en estos casos, la garantía se 
acercaría a la caución líquida). En cambio, una interpretación más moderada y a mi 
modo de ver más acertada señala que si bien el acreedor beneficiario de la garantía a 
primera demanda no puede ser obligado a probar el incumplimiento del deudor como si 
de una fianza tradicional se tratara, nada impide que en base al principio de la buena fe 
contractual se pacte que la reclamación deba ir acompañada de documentos 
acreditativos del incumplimiento38.  
 
En cualquier caso, la profesionalización de los contratos de garantía, el desarrollo de la 
actividad aseguradora y la especial solvencia de las entidades financieras, que son 
habitualmente las emisoras de las garantías autónomas a primera demanda, constituyen 
factores que refuerzan la seguridad al beneficiario de que, en caso de producirse un 
incumplimiento o un cumplimiento defectuoso por parte del deudor, podrá solicitar la 
ejecución forzosa de la prestación debida y, en su caso, una indemnización acorde con 
los daños sufridos39.  
 
1.3.2 La necesidad de dotar de una mayor seguridad jurídica a la fianza típica  
 
En conexión con lo argumentado en el subapartado anterior, debe decirse que la fianza, 
al no ser eficaz para garantizar la seguridad en el pago de la garantía y obligar al garante 
                                                 
38 F. SÁNCHEZ CALERO, «Ponencia general»…, pp. 33-34. 
39 F. SÁNCHEZ CALERO, «Ponencia general»…, p. 34; J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera 






a analizar una relación jurídica que le era ajena, era en ocasiones vista con recelo por 
parte del acreedor beneficiario y del banco garante.  
 
Desde el punto de vista del beneficiario acreedor, que se encontraba en una posición 
vulnerable con respecto a las demás partes del contrato de fianza40, la garantía 
autónoma a primer requerimiento tiene la virtud de asegurar de una forma más efectiva 
que la fianza no solamente las prestaciones contractuales y precontractuales asumidas 
por el deudor ordenante41, sino también los llamados riesgos atípicos. La creciente 
complejidad de las operaciones comerciales internacionales, sujetas a una pluralidad de 
eventualidades no siempre al alcance de la voluntad de las partes, justificaba la 
búsqueda de un mecanismo jurídico de garantía que pudiera cubrir eficazmente y de 
forma completa todos esos riesgos derivados del contrato principal42.  
 
Desde el punto de vista del banco garante, la fianza clásica llevaba consigo una gran 
inseguridad jurídica y le colocaba en una posición vulnerable, muchas veces de 
conflicto con el ordenante. Cuando el banco recibía la reclamación del acreedor, estaba 
obligado a examinar la validez de la misma en atención a los elementos materiales del 
contrato garantizado, a pesar de que lo más habitual era que desconociese los contenidos 
y la realidad de dicho contrato43. La situación del banco podía verse agravada, además, 
si en caso de haber pagado al acreedor sin haber utilizado las defensas que frente a él 
pudiera utilizar el deudor, el ordenante de la garantía se negaba legítimamente a 
reembolsarle la cantidad pagada al acreedor con base a esas mismas excepciones, de 
                                                 
40 La vulnerabilidad del acreedor beneficiario de la garantía resultaba evidente en los casos en que este era 
un exportador vendedor que vendía sus mercancías a un nacional de un país lejano, situación en la que de 
producirse un incumplimiento del importador comprador y, por tanto, ser necesaria la ejecución de la 
garantía, el beneficiario de la misma encontraría serios problemas geográficos y de determinación del 
derecho vigente, que podían impedir la satisfacción de su interés económico. Vid. J.M. BUSTO LAGO, Las 
garantías personales atípicas…, pp. 29-31. 
41 F. SÁNCHEZ CALERO, «Ponencia general»…, p. 33, al mencionar el aseguramiento de las prestaciones 
precontractuales, hace referencia a las garantías de licitación. En este sentido, vid. M.C. NÚÑEZ 
ZORRILLA, La problemática actual de las denominadas…, p. 34.  
42 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 66 y ss., distingue entre los riesgos 
de impago y de demora en el pago en los contratos de ejecución inmediata, los derivados de la 
complejidad del contrato y de la dilación de su ejecución en el tiempo, los derivados de la participación 
de una multiplicidad de partes en la ejecución del contrato, los ajenos a la voluntad de las partes y los 
riesgos jurisdiccionales; M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías..., p. 5, se refiere a 
una serie de riesgos extraordinarios o atípicos como la guerra, el decreto de embargos, las prohibiciones 
de salida de divisas, etc. Sobre los riesgos atípicos, véase M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual 
de las denominadas…, pp. 24-25. También suele acuñarse la distinción entre los riesgos financieros y los 
no financieros.  





modo que el banco era el que sufría las consecuencias del enriquecimiento injusto de 
este último. En cambio, en la garantía autónoma a primera demanda, la obligación del 
banco garante únicamente está supeditada al control de los requisitos formales de la 
reclamación, control que por otra parte corresponde en exclusiva al banco garante. De 
esta manera, el banco también se asegura que el ordenante no le podrá oponer en vía de 
regreso las excepciones del contrato principal que este podría oponer frente al 
beneficiario; como consecuencia, el banco garante tiene la práctica seguridad que el 
ordenante le reembolsará la cantidad pagada. Así pues, el riesgo del banco se reduciría a 
la relación de mandato mantenida con la persona del ordenante, siendo las partes del 
contrato principal quienes tendrían que soportar los costes de inseguridad sobre la 
corrección de la prestación principal, así como los costes de litigiosidad resultantes de la 
oposición de excepciones derivadas de la relación de base entre el deudor ordenante y el 
acreedor beneficiario44.  
 
Desde el punto de vista del ordenante deudor, que no es parte en el contrato de garantía 
pero asume un riesgo voluntario, la garantía a primera demanda cumple también una 
función económica. Por un lado, es gracias a la suscripción de la garantía que el 
ordenante deudor puede celebrar el contrato principal; la cláusula a primera demanda y 
la renuncia del garante a las excepciones propias del deudor principal es lo que disipa 
las posibles dudas que el acreedor pudiera tener sobre la solvencia y la credibilidad de 
éste, lo cual tiene una importancia significativa, en particular, en los casos en que 
deudor y acreedor se encuentran establecidos en países distintos, pero también cuando 
se trata de contratar con la Administración Pública. Se trata, por tanto, de un riesgo que 
el ordenante asume como condición para poder formalizar eficazmente una operación 
comercial de cierta complejidad (piénsese en los contratos de ingeniería civil) o para 
acceder a determinados mercados (como por ejemplo, los mercados de contratos 
públicos o de obra) que exigen de la prestación de una garantía que pueda ser ejecutada 
de forma ágil y flexible en caso de verse defraudado el interés económico del acreedor 
en la relación principal.  
 
                                                 
44 M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de las denominadas…, p. 16; F. SÁNCHEZ CALERO, 





Por otro lado, los autores señalan que la garantía autónoma a primera demanda cumple 
una función de crédito para el ordenante, puesto que la formalización de una garantía 
autónoma hace que este no tenga que acudir a otros mecanismos de garantía más 
gravosos como pueden ser la caución real o al contado45. Según BUSTILLO SAIZ46, la 
función de crédito de la garantía se manifiesta en que el garante asegura al beneficiario 
el valor económico de la garantía sin exigir del ordenante una provisión correspondiente 
(para asignarla al cumplimiento de esa responsabilidad47). Por otro lado, en la carta de 
crédito contingente el ordenante deudor se beneficia del hecho que estas son emitidas 
por un porcentaje del valor total de la operación garantizada que es considerablemente 
más bajo respecto del que se pacta habitualmente en las garantías accesorias; los 
honorarios también son más bajos en este tipo de garantías, en comparación con la 
fianza clásica48.  
 
Dicho esto, lo cierto es que en las garantías a primera demanda el ordenante deudor 
tiene un mayor riesgo de sufrir las consecuencias de una eventual reclamación 
fraudulenta. Una vez efectuado el pago, el banco garante repetirá contra el deudor 
principal, y este no podrá oponer al primero las excepciones derivadas de la relación 
subyacente, por lo que aun siendo el pago indebido lo más probable es que el deudor 
tenga que reembolsar primero al garante la cantidad pagada, y a posteriori accionar 
contra el acreedor beneficiario para compensar el empobrecimiento injusto que habrá 
sufrido49. En aras a evitar los abusos que suponen las reclamaciones fraudulentas, los 
autores propugnan, entre otras cuestiones, la imposición de una mínima diligencia al 
garante –con lo cual se está reconociendo implícitamente que el garante debe analizar, si 
más no de forma sumaria, la procedencia de la reclamación a la luz de la relación 
principal o de base–, la atenuación del rigor de la cláusula de pago a primera demanda y 
la preferencia por las garantías documentarias o justificadas en detrimento de las 
garantías a simple demanda o no justificadas, así como la toma en consideración del 
                                                 
45 M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías..., p. 30; F. SÁNCHEZ CALERO, “Ponencia 
general” en Las garantías a primer requerimiento…, p. 36; J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales 
atípicas…, pp. 30-31.  
46 M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías..., p. 30.   
47 F. SÁNCHEZ CALERO, «Ponencia general»…, p. 36.  
48 M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías..., p. 30.   





riesgo de una reclamación fraudulenta en el momento del cálculo del precio de la 
garantía50.  
 
2. La admisión de las garantías autónomas en el ordenamiento español 
En la Europa continental, y en particular, en los sistemas causalistas, el principio de 
libertad de pacto y la constatación de la ineficacia de la fianza para hacer frente a las 
necesidades económicas del momento justifican la aceptación de las garantías 
autónomas a primera demanda, que son calificadas por la doctrina mayoritaria como un 
tipo contractual diferenciado de la fianza y caracterizado por su naturaleza no accesoria, 
aunque no todos los autores coinciden con el significado y el grado de la falta de 
accesoriedad que se atribuye a estos contratos, como veremos más adelante51.  
 
En España, el reconocimiento de esta clase de garantía sufrió un retraso en comparación 
con lo sucedido en los países de nuestro entorno. Así, no fue hasta la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 14 de noviembre de 198952 que se suscitó la cuestión de su 
admisibilidad en el Derecho español53, si bien es cierto que en la anterior Sentencia de 
11 de julio de 198354 el Alto Tribunal ya se había pronunciado sobre las garantías a 
primera solicitud como un ejemplo de figura contractual, surgida en el comercio 
internacional, tendente a superar la rigidez de la accesoriedad, entendida como absoluta 
dependencia de la obligación garantizada, propia de la fianza y de las obligaciones 
                                                 
50 M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de las denominadas…, pp. 44-45; M.M. BUSTILLO 
SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías..., pp. 30-31.  
51 A. CARRASCO PERERA / E. CORDERO LOBATO / M.J. MARÍN LÓPEZ, Tratado de los derechos de 
garantía, t. I, 2.ª ed., 2008, p. 501; R. MARIMÓN DURÁ, «La garantía independiente o a primer 
requerimiento», V. CUÑAT EDO / R. VALLARÍN HERNÁNDEZ (dirs.) / F. GONZÁLEZ CASTILLA (coord.), 
Estudios sobre Jurisprudencia Bancaria, Navarra, 2ª ed., 2002, p. 490.  
52 RJ 1989, 7878.  
53 En este sentido se han pronunciado A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, pp. 
506-507, L.F. CARRILLO POZO, Las garantías autónomas en el comercio…, pp. 63 y ss., R. MARIMÓN 
DURÁ, «La garantía independiente..., pp. 486-487, y J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales 
atípicas…, p. 47; DE ANGULO RODRÍGUEZ, «Actualidad de las garantías personales atípicas», L. DE 
ANGULO RODRÍGUEZ / J. CAMACHO DE LOS RÍOS / C. HOYOS ELIZALDE (dirs.), Las tendencias actuales de 
los contratos de garantía, Atelier, 2005, p. 32, parece situar la admisión jurisprudencial de las garantías a 
primera demanda en los años setenta, en particular, en la sentencia del Tribunal Supremo de 24.12.1978. 
Asimismo, en algunas sentencias de los años ochenta (21.3.1980, 11.7.1983 y 17.6.1985), el Tribunal 
Supremo se pronunció sobre el «aval en sentido amplio», una figura de contornos difusos a través de la 
cual el Alto tribunal intentó dar entrada a un nuevo concepto de garantía.  





cambiarias. Posteriormente, la Sentencia del TS de 27 de octubre de 199255 sentó las 
bases de la doctrina jurisprudencial aplicable a los contratos de garantía a primera 
demanda, y su importancia se ve reflejada en todos los trabajos doctrinales que han 
incidido sobre la materia56. Dicho pronunciamiento sería reiterado, sin cambios 
significativos, en las posteriores sentencias del Tribunal. Sin ánimo exhaustivo, cabe 
citar las SSTS de 17 de febrero, 30 marzo, 5 de julio y 13 de diciembre de 200057, en las 
de 12 de julio y 14 de noviembre de 200158, en la de 29 de abril de 200259, en las de 31 
de mayo y 12 de noviembre de 200360, en la de 28 de mayo de 200461, en las de 27 de 
septiembre y 9 de diciembre de 200562, en las de 7 de marzo y 27 de noviembre de 
200663, en la de 1 de octubre de 200764, en las de 27 de octubre, 30 de marzo y 4 de 
diciembre de 200965, en la de 17 de julio de 201366, así como en las de 3 de marzo, 16 y 
17 de julio de 201467.  La jurisprudencia menor también se ha pronunciado en repetidas 
ocasiones sobre las garantías a primer requerimiento; entre las sentencias más recientes 
destacan la de 23 de diciembre de 2010 de la Audiencia Provincial de Zaragoza68, la de 
11 de junio de 2010 de la Audiencia Provincial de Madrid69, la de 3 de octubre de 2013 
de la Audiencia Provincial de Murcia70, la de 17 de septiembre de 2014 de la Audiencia 
Provincial de Lugo71, la de 28 de octubre de 2014 de la Audiencia Provincial de 
                                                 
55 RJ 1992, 8584. Esta sentencia ha sido comentada por J.I. BONET SÁNCHEZ, «Sentencia del T.S de 27 de 
octubre de 1992. Nueva reflexión jurisprudencial acerca de las garantías a primera demanda» en 
Cuadernos de derecho y comercio, nº13, 1994, pp. 213-256.  
56 Entre otros, J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 159-161 y ss.; J.M. 
BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, pp. 47-51; A. CARRASCO PERERA et. al. , Tratado de 
los derechos de garantía…, p. 509; R. MARIMÓN DURÁ, «La garantía independiente..., p. 487; F. 
SÁNCHEZ CALERO, «Ponencia general»…, p. 39.  
57 RJ 2000, 1162, 2314, 6010 y 10438.  
58 RJ 2001, 5159 y 9304.  
59 RJ 2002, 4882.  
60 RJ 2003, 5217 y 8408.  
61 RJ 2004, 3553.  
62 RJ 2005, 6860 y 10177.  
63 RJ 2006, 1055 y 9121.  
64 RJ 2007, 8087.  
65 RJ 2009, 5711, 2394 y RJ 2010, 271.  
66 RJ 2013, 5920.  
67 RJ 2014, 1425, 4640 y 4083. Los últimos pronunciamientos del Tribunal Supremo en los que se 
menciona la figura del aval a primer requerimiento son la Sentencia de 6 de febrero de 2015 (RJ 2015, 
512), en la que el Tribunal declara la inexistencia de dicho aval al estar sujeta la reclamación del 
beneficiario a una serie de requisitos «que son contrarios al concepto de primer requerimiento», y el Auto 
4 de febrero también del presente año (JUR 2015, 40443).  
68 JUR 2011, 61473. 
69 AC 2010, 1248.  
70 JUR 2013, 326108.  





Madrid72, las de 6 de febrero y 15 de abril de 2015 de la Audiencia Provincial de las 
Islas Baleares73, la de 2 de marzo de 2015 de la Audiencia Provincial de Guipúzcoa74 y 
la de 20 de marzo del mismo año de la Audiencia Provincial de Murcia75.  
 
Desde un punto de vista doctrinal, dos fueron los principales obstáculos que se 
plantearon para la admisión de estas nuevas figuras contractuales. El primero de ellos 
fue el de su supuesta naturaleza abstracta. El hecho de que esta figura fuese calificada 
como un contrato abstracto por algunos autores y por parte de la jurisprudencia parecía 
un escoyo insalvable, teniendo en cuenta que nuestro derecho civil patrimonial no 
permite la existencia de contrato sin causa (art. 1261 CC). El debate, inicialmente, era si 
debía flexibilizarse la interpretación de nuestro derecho de contratos para admitir la 
inserción de un instituto nacido en un espacio jurídico foráneo, que si bien comparte 
similitudes con la fianza se organiza de forma diferente al esquema fideiusorio general 
previsto en los artículos 1822 a 1853 del Código Civil.  
 
Ante aquellos que interpretaban el carácter no accesorio de la garantía a primera 
demanda como una imposibilidad absoluta por parte del garante de oponer al 
beneficiario de la garantía cualesquiera excepciones ajenas al propio texto de la 
garantía, los trabajos doctrinales más recientes tienden a prescindir del concepto de 
abstracción, o como mínimo, a advertir de que en ningún caso puede hablarse de una 
abstracción funcional o absoluta, puesto que, en tanto que garantía, el objeto de esta 
figura es asegurar el cumplimiento de la obligación de un tercero76. Por consiguiente, en 
los últimos tiempos los autores han utilizado términos y expresiones como la autonomía 
o la falta de accesoriedad para tratar de definir a las garantías autónomas. En general, 
podríamos decir que el debate sobre la causa de la garantía ha sido superado, de modo 
que las discusiones doctrinales se centran ahora en determinar si en las garantías 
independientes se produce bien una derogación de la accesoriedad, bien una atenuación 
de la misma, así como en analizar las consecuencias derivadas de la falta absoluta o 
                                                 
72 JUR 2015, 19599.  
73 JUR 2015, 80610 y 125514.  
74 AC 2015, 550.  
75 JUR 2015, 125281.  
76 J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, p. 43; A. CARRASCO PERERA et. al., Tratado 
de los derechos de garantía…, p. 525; Cfr. J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, 





relativa de accesoriedad, especialmente en relación con el régimen de excepciones 
oponibles por el beneficiario de la garantía.  
 
Íntimamente relacionado con la cuestión de su naturaleza, se plantea el debate sobre si 
la garantía a primera demanda debe ser calificada como un contrato sui generis, tal y 
como lo califica la doctrina alemana77, o si en cambio se trata de una modalidad de 
garantía personal. En este caso, también debe decidirse si es posible reconducir la figura 
al contrato de fianza y por tanto aplicar sus mismas normas por analogía, o si por el 
contrario, la atenuación o derogación convencional de la accesoriedad propia de la 
fianza tiene como consecuencia la creación de un nuevo tipo contractual de garantía.  
Llegados a este punto, huelga decir que la aceptación de la garantía a primera demanda 
como garantía independiente no se ha producido de la misma manera por parte de la 
doctrina civilista de los distintos países de la Europa continental. En general, frente a 
visiones más tradicionales que limitaban las garantías personales a la fianza y el aval, ha 
triunfado en las doctrinas italiana y española una visión más moderna que configura las 
garantías personales como un listado de numerus apertus que debe permitir a las partes 
pactar una garantía personal no accesoria, en méritos del principio de libertad de pacto 
reconocido en los diferentes ordenamientos jurídicos europeos. Así se ha pronunciado 
RAVAZZONI78, para quien la derogación de la norma de accesoriedad de la fianza debe 
admitirse, al tratarse de una necesidad social, sin que ello suponga la nulidad de la 
obligación de garantía; en el mismo sentido, PORTALE79 subrayó que no se trataba de un 
problema de nulidad (por su no accesoriedad) sino de calificación del tipo contractual. 
Por su parte, la doctrina alemana clásica contrapone la figura de la fianza (Bürgschaft) a 
la del contrato de garantía (Garantievertrag), y pone de manifiesto la independencia de 
este último respecto del contrato principal80. Según SAN JUAN CRUCELAEGUI, ambas 
                                                 
77 Vid. C.W. CANARIS, Bankvertragsrecht, Ester Teil, Berlín, 3ª ed., 1988, p. 592, así como E. VON 
CAEMMERER, «Bankgarantien im Aussenhandel», Festschrift fur O. Riese, Karlsruhe, pp. 295-307, 
citados por J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 139 y 256-257.  
78 RAVAZZONI, «Le c.d. cauzioni fideiusorie o polizze fideiussorie», Le operazione bancarie, t. II, G. 
Portale, 1978, p. 1172, citado por J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 123-
124.  
79 G.B. PORTALE, «Nuovi sviluppi del contrato autonomo di garanzia», Banca Borsa e Títoli di Crédito, 
parte I, 1985, pp. 169-187; del mismo autor, «Le garanzie bancarie internazionali», Banca Borsa e Títoli 
di Crédito, parte I, 1988, pp. 1-55, citado por J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera 
demanda…, pp. 124-125.   
80 A. CARRASCO PERERA, Fianza, accesoriedad y contrato de garantía, La Ley, 1992, pp. 24-27; 






doctrinas, la alemana y la italiana, tienen en común el haber analizado el 
ensanchamiento del tipo contractual de la fianza para introducir en él la figura de las 
garantías independientes81.  
 
En nuestro país, gran parte de la doctrina coincide en respaldar la validez de las 
garantías autónomas, utilizando para ello una diversidad de argumentos no siempre 
coincidentes entre sí, que tienen su punto de encuentro en el principio de autonomía de 
la voluntad (art. 1255 CC), utilizado para justificar teorías contrapuestas. Uno de los 
debates más recurrentes es precisamente el relativo a la posibilidad de reconducir la 
garantía autónoma al contrato de fianza. La tesis que defiende esta posibilidad82 parte de 
la premisa de que la fianza no es un tipo contractual rígido sino uno flexible y capaz de 
adaptarse a las necesidades del momento. Los defensores de este planteamiento 
sostienen que las normas que disciplinan la fianza y, en particular, las que la configuran 
como una garantía accesoria, son esencialmente dispositivas, no imperativas, por lo que 
pueden ser modificadas o excluidas por las partes, quienes dentro del esquema 
fideusorio pueden obligarse de forma solidaria. Así pues, la garantía primera demanda 
no es más que una fianza con determinadas especialidades, en palabras de CARRASCO 
PERERA83. Por consiguiente, serían aplicables a la garantía autónoma las normas de la 
fianza en todo aquello que no fuese incompatible con la falta de accesoriedad de dicha 
garantía84.  Los únicos límites que las partes deberían respetar, para no desvirtuar la 
naturaleza de la fianza, serían los artículos 1822.1º y 1826 CC, que establecen, 
respectivamente, la necesidad de que la obligación del fiador se articule en forma 
subsidiaria de forma que éste responda para el caso de no hacerlo el deudor (incluso 
cuando el fiador se obligase de forma solidaria con el deudor principal)85 y la 
                                                 
81 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 125.  
82 Representada por V. GUILARTE ZAPATERO, Jurisprudencia sobre fianza y demás garantías, Madrid, 
1997, p. 92; A. CARRASCO PERERA, «Las nuevas garantías personales: Las cartas de patrocinio y las 
garantías a primer requerimiento», U. NIETO CAROL / J.I. BONET SÁNCHEZ (coords.), Tratado de 
garantías en la contratación mercantil, t. I, Parte general y garantías personales, Madrid, 1996, p. 741; 
F. VALENZUELA GARACH, «El contrato de fianza: Una síntesis de sus problemas actuales», U. NIETO 
CAROL (coord.), Tratado de garantías en la contratación mercantil..., pp. 439-440. 
83 A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, pp. 540-541.  
84 A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, pp. 540-541; A. CARRASCO PERERA, 
Fianza, accesoriedad…, pp. 194-195, 198, 201, 208, 239-240, 256-257 y 742-745; J. SÁNCHEZ-CALERO 
GUILARTE, El contrato autónomo de garantía. Las garantías a primera demanda, Centro de 
Documentación Bancaria y Bursátil, Madrid, 1995, pp. 318 y ss. 
85 De ello se deduce que para que exista fianza debe haber alguien distinto del deudor principal que se 
obligue por título diverso del título de este. Vid. M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de las 





prohibición al fiador de obligarse a más que el deudor principal. Personalmente, 
entiendo que este planteamiento, a pesar de ser contrario a la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, es el acertado, y ello es así porque, como veremos más adelante, la 
accesoriedad y la subsidiariedad fideusorias, si bien atenuadas, no desaparecen por 
completo en la garantía autónoma a primera demanda86, que además comparte la 
estructura obligacional triangular propia de la fianza87.  
 
En contraposición a esta tesis, la doctrina mayoritaria defiende la imposibilidad de 
reconducir la garantía autónoma al contrato de fianza, motivo por el cual la primera es 
calificada como un contrato atípico distinto de la fianza. Para los seguidores de esta 
teoría, el régimen legal de la fianza es de carácter imperativo, de modo que si las partes, 
al amparo de la libertad de pacto, deciden derogar la nota de la accesoriedad propia de 
la fianza, lo que están haciendo es crear un tipo contractual diferenciado de la misma88. 
A pesar de que el Código Civil reconoce posibles atenuaciones del principio de 
accesoriedad (art. 1824.2º), ello responde a la voluntad del legislador, por lo que 
cualquier pacto de las partes que excluya la accesoriedad sería nulo si se pretendiese 
enmarcar en un contrato de fianza; en otras palabras, para poder apreciar la existencia 
de una fianza deben concurrir todas las normas del Código Civil relativas a la misma. 
Los autores que se han pronunciado en este sentido destacan que la fianza no puede 
existir sin una obligación válida (arts. 1824 CC), y que es consustancial al esquema 
fideusorio que el fiador pueda oponer todas las excepciones que competan al deudor 
principal y sean inherentes a la deuda (art. 1853 CC). De este modo, la inclusión de 
cláusulas que desvinculen la obligación de garantía de la obligación principal, bien 
mediante la renuncia a excepcionar la invalidez de la relación de obligación principal, 
bien mediante la renuncia a oponer cualesquiera excepciones derivadas de la relación 
subyacente, desnaturaliza el régimen propio de la fianza, por lo que procede hablar de 
una garantía independiente y atípica89. Finalmente, otros argumentos esgrimidos por los 
                                                 
86 Vid. infra capítulo III.  
87 Vid. infra capítulo II.  
88 A. CARRASCO PERERA, «Las nuevas garantías personales…», p. 697; F. VALENZUELA GARACH, «El 
contrato de fianza: Una síntesis…», p. 437.  
89 K. J. ALBIEZ DOHRMANN, «Las bases dogmáticas de las garantías bancarias» en Revista Crítica de 
Derecho Inmobiliario, año LXXII, núm. 636, Madrid, septiembre-octubre 1996, pp. 1831-1834; A. DÍAZ 
MORENO, «Las garantías a primer requerimiento (garantías a primera demanda). (Primer análisis de 
algunas cuestiones a la luz de las URDG de la ICC y del Proyecto de Convención de Naciones Unidas 





autores para justificar la admisión de las garantías independientes en nuestro derecho 
han sido el recurso a las normas del aval cambiario90 o al instrumento de la 
delegación91, y, más remotamente, la supuesta voluntad de las normas de derecho 
internacional privado (artículos 3 y 4 del Convenio de Roma) de permitir que un 
determinado contrato se someta a un ordenamiento dado, o el principio de apertura 
internacional consagrado en nuestra Constitución92.  
 
Como vemos, tanto la doctrina como la jurisprudencia se han esforzado en buscar 
soluciones que permitiesen reconocer la validez de las garantías no accesorias en 
nuestro derecho. Dicho esto, no existe todavía una postura unánime acerca de la 
naturaleza de esta figura y su incardinación en el derecho español. Algunas sentencias, 
lejos de solventar la cuestión, han contribuido a generar una cierta confusión en torno a 
la denominación, la naturaleza de las garantías a primer requerimiento, las 
consecuencias de la cláusula de pago a primer requerimiento, y la normativa aplicable a 










                                                                                                                                               
demanda), F. SÁNCHEZ CALERO et. al. (coord.), Fundación BBVA y Civitas, Madrid, 1996, pp. 121 y ss.; 
J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 144 y ss.   
90 Cfr. A. ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, «El aval», Derecho Cambiario: Estudios sobre la Ley cambiaria y del 
cheque, A. MENÉNDEZ MENÉNDEZ (dir.), Civitas, Madrid, 1986, pp. 551 y 553, citado por A. CARRASCO 
PERERA, Fianza, accesoriedad…, p. 5, quien rechazó esta posibilidad por entender que si el sistema 
cambiario reconoce el principio de autonomía de las declaraciones negociales (art. 8 LLCh) y un régimen 
de inoponibilidad de excepciones (arts. 20 y 67) es debido a su preocupación por dar seguridad a la 
circulación de los créditos incorporados al título. Este argumento en contra de la aplicación de la LCCh a 
las garantías independientes también ha sido sostenido por L.F. CARRILLO POZO, Las garantías 
autónomas en el comercio…, p. 73.  
91 Esta posibilidad también ha sido rechazada por la doctrina mayoritaria, entre ellos A. CARRASCO 
PERERA, Fianza, accesoriedad…, p. 4.  
92  L.F. CARRILLO POZO, Las garantías autónomas en el comercio internacional, 2000, p. 68-69.   
93 A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, pp. 520-521. Cfr. J. SAN JUAN 





CAPÍTULO II – Concepto, características y estructura de la garantía autónoma a 
primera demanda 
 
1. Concepto y caracteres de la garantía autónoma a primera demanda a la luz de la 
doctrina y la jurisprudencia españolas 
  
Puesto que no existe una definición normativa del contrato de garantía a primera 
demanda en nuestro Derecho, ni tampoco una universalmente aceptada, la 
conceptuación de esta figura debe realizarse principalmente a través de los trabajos y 
estudios doctrinales existentes sobre la materia.  
 
A grandes rasgos, podríamos decir que el contrato de garantía a primera demanda no es 
otra cosa que un compromiso que adquiere una persona física o jurídica -normalmente 
una entidad financiera o una compañía de seguros- de pagar el importe indicado en la 
carta de la garantía, al beneficiario de la misma, sin oponer excepciones derivadas del 
contrato principal, siempre y cuando el beneficiario presente un requerimiento de pago 
por escrito en que, cumpliendo con los términos formales y materiales establecidos en la 
garantía, explicite que se ha producido un incumplimiento por parte del deudor.  
 
En palabras de RODRÍGUEZ DÍAZ94, el contrato de garantía a primera demanda es «aquél 
por el que una persona (garante), a petición de un tercero (ordenante), se obliga frente a 
otra (beneficario) a pagarle una determinada cantidad o hasta una cantidad máxima de 
dinero por un tiempo determinado cuando ésta se la reclame, al haberse producido el 
supuesto de hecho acordado y sin que pueda oponerle más excepciones que las que 
surgen de la relación de garantía». CARRASCO PERERA define a esta figura como «aquel 
contrato de garantía personal por el que un tercero (entidad de crédito, normalmente) 
intercede ante el acreedor garantizando el cumplimiento de determinadas obligaciones 
de un deudor principal, con la particularidad de que la obligación de pago del garante se 
funda en, y vence por, la sola reclamación de pago hecha por el acreedor –unida acaso a 
otros requisitos formales-, sin que el garante pueda discutir la corrección material de 
esta reclamación desde la perspectiva del deudor principal ni oponer al pago las 
                                                 
94 I. RODRÍGUEZ DÍAZ, «En torno a la garantía a primera demanda», RDBB, núm. 90, año XXII, abril-





excepciones que este deudor pudiera oponer al acreedor en la relación de valuta»95. Por 
su parte, SAN JUAN CRUCELAEGUI subraya la independencia y el carácter no accesorio 
de las garantías independientes, y afirma que en contraste con la fianza, el garante que 
presta este tipo de garantías «se obliga a hacer un pago a solicitud simple del 
beneficiario, de forma incondicional e irrevocable, sin que el requerimiento del 
beneficiario tenga necesariamente que contener la prueba del incumplimiento 
contractual del garantizado, renunciando, desde un primer momento, a prevalerse de 
cualesquiera excepciones que pudieran corresponder derivadas de la obligación 
garantizada»96. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE97 destaca el automatismo de la garantía a 
primera demanda y afirma que el pago de la misma «se producirá inmediatamente una 
vez que el banco garante haya recibido la reclamación indicada», no siéndole permitido 
al banco investigar si la reclamación está justificada, por lo que corresponderá al 
ordenante de la garantía «demostrar que el pago obtenido era improcedente y actuar en 
contra del beneficiario»98. La conceptuación como garantía automática también es 
compartida por FONT GALÁN99, para quien la garantía a primera demanda se caracteriza 
porque «el garante, por orden del deudor-ordenante, se obliga de modo autónomo y 
automático a satisfacer una determinada cantidad de dinero al beneficiario de la garantía 
(en cuanto acreedor por una relación jurídica, respecto de la que esta garantía se 
mantendrá independiente y autónoma), debiéndola hacer efectiva tan pronto como dicho 
beneficiario lo reclame, normalmente por escrito, sin que el deudor pueda oponerse a 
ese pago, ni el garante pueda oponer excepción alguna fundada en las relaciones del 
                                                 
95 A. CARRASCO PERERA, «Las nuevas garantías personales…», p. 687. En sentido muy parecido, vid. DE 
ZULUETA, «El artículo 17 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista, y los 
contratos de garantía admisibles», L. DE ANGULO RODRÍGUEZ / J. CAMACHO DE LOS RÍOS / C. HOYOS 
ELIZALDE (dirs.), Las tendencias actuales de los contratos de garantía, Atelier, Barcelona, 2005, p. 343. 
En su obra colectiva, Tratado de los derechos de garantía, t. I, 2.ª ed., 2008, pp. 499-500, A. CARRASCO 
PERERA matiza que «las garantías a primer requerimiento describen un conjunto de técnicas 
convencionales, incluidas en contratos de garantía, mediante las cuales resulta que el garante, tercero 
respecto del deudor, se obliga a pagar a pr. del beneficiario la cantidad pactada en la garantía, y que 
constituye el interés de cumplimiento del beneficiario respecto de la relación contractual que le une con el 
deudor ordenante de la garantía. Lo definitorio de esta fórmula, según el autor, es que el beneficiario no 
tiene que acreditar que concurren los requisitos que en la relación de valuta le habilitarían para reclamar 
del garante, y el garante no puede oponer a esta reclamación excepciones que sí podría oponer conforme 
al art. 1853 CC de no haberse comprometido a pr.».  
96 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 144.  
97 J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato autónomo de garantía. Las garantías a primera demanda, 
Centro de Documentación Bancaria y Bursátil, Madrid, 1995, p. 74.  
98 En favor de no permitir al garante examinar la corrección material de la reclamación, véase también 
M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías..., p. 1, y A. CARRASCO PERERA, «Las nuevas 
garantías personales…, p. 687. 
99 J.I. FONT GALÁN, «Los contratos mercantiles de garantía» en L. ANGULO RODRÍGUEZ / J. JIMÉNEZ 





acreedor con el deudor». En la misma línea, ARAMENDIA GURREA100 añade que estos 
instrumentos, en referencia a las garantías independientes, «tienen como nota 
característica el desligar el pago al beneficiario de los mismos, de las vicisitudes, reales 
algunas, inventadas o torticeras otras, del negocio jurídico de base». ALCALÁ DÍAZ101 
pone el acento en el carácter independiente y autónomo del contrato de garantía a 
primera demanda que, en su opinión, se traduce en el hecho de que «el banco no se 
obliga a pagar por otro sino en virtud de una obligación propia, lo que a su vez implica 
que la nulidad o inexistencia del contrato garantizado no afecta a la validez de la 
obligación asumida por el banco y permite que el garante pueda obligarse a más que el 
deudor de la obligación garantizada». DÍAZ MORENO102, que distingue entre las 
garantías independientes o autónomas en sentido estricto y las cartas de crédito standby, 
sostiene que en ambos instrumentos el compromiso de pago del garante es 
jurídicamente independiente con respecto a la relación subyacente, y afirma que en las 
primeras el garante asume «una obligación no accesoria que, además, frecuentemente 
se configura como documentaria»; ello es así cuando «la solicitud de pago debe ir 
acompañada de otros documentos que tiendan a acreditar la producción de un 
incumplimiento».   
 
Para SACRISTÁN BERGIA103, «las características identificadoras de las garantías 
autónomas son la fórmula de pago a primera demanda y la renuncia a oponer 
excepciones al pago de la garantía que tengan su origen en la relación principal, así 
como el contenido de la responsabilidad, porque es distinta la responsabilidad que 
asume el banco de la asumida por el deudor principal». SÁNCHEZ CUARTERO104 
identifica la garantía a primer requerimiento por su función de garantía, su carácter 
irrevocable, su no accesoriedad respecto de la obligación principal y por la circunstancia 
                                                 
100 J. ARAMENDIA GURREA, «Las garantías a primer requerimiento (garantías a primera demanda)», 
AA.VV, Las garantías a primer requerimiento (garantías a primera demanda), p. 84: «El emisor del 
crédito documentario o el garante habrán de pagar ateniéndose, sólo, a los documentos, de manera en 
cierto modo automática, por exigencias del comercio y la seguridad, que es su clave sustentadora».   
101 M. A. ALCALÁ DIAZ, «Función económica y naturaleza jurídica de las garantías bancarias a primera 
demanda», AA.VV., Instituciones del Mercado Financiero. Contratos Bancarios. Vol. IV. Garantías y 
aspectos procesales, La Ley-Actualidad, Madrid, 1999, p. 1803.  
102 A. DÍAZ MORENO, «Reglamentación uniforme sobre los contratos de garantía: la labor de la CCI y de 
UNCITRAL», en AA.VV., Las tendencias actuales…, pp. 104-107.  
103 F. SACRISTÁN BERGIA, «La oposición de excepciones por reclamación indebida en las garantías 
autónomas a primera demanda», RDBB, núm. 111, año XXVII, julio-septiembre 2008, Lex Nova, pp. 
234-235.  
104 E. SÁNCHEZ CUARTERO, «El seguro de caución y las garantías a primer requerimiento», AA.VV., Las 





de que para la exigencia de la garantía por el beneficiario basta «una mera 
manifestación en dicho sentido», sin que sea necesario acreditar el incumplimiento del 
deudor principal ni la procedencia de la cuantía exigida. BUSTO LAGO105 nos ofrece un 
concepto detallado y extenso del contrato autónomo de garantía, que refleja los distintos 
tipos de obligaciones que son susceptibles de ser garantizadas mediante este contrato. 
Asimismo, el autor concluye que de la inoponibilidad de excepciones derivadas del 
contrato subyacente se deriva el carácter automático y autónomo de la garantía, y 
desaconseja hablar de abstracción para referirse a este carácter para evitar posibles 
confusiones en torno a la causa del contrato. PELAYO JIMÉNEZ106, en relación a la 
estructura obligacional del aval a primer requerimiento, advierte que «deja de ser una 
relación jurídica triangular (deudor-acreedor/beneficiario) para convertirse en una 
relación jurídica bilateral constituida, exclusivamente, entre la entidad aseguradora y el 
acreedor/beneficario del aval». Así pues, argumenta el autor que mediante la exclusión 
del deudor de la relación jurídica del aval se da «plena» seguridad al cumplimiento de la 
obligación de garantía, siendo que «las únicas excepciones que la entidad avalista puede 
oponer al requerimiento de pago del beneficiario son las derivadas de la relación 
jurídica del aval (o las personales que pudiera tener la entidad avalista respecto del 
acreedor/beneficario –art. 1148 Cc-)».  
 
A nivel jurisprudencial, podríamos decir que la definición del aval a primer 
requerimiento -concepto utilizado de forma extendida por los tribunales españoles para 
referirse a las garantías a primera demanda107-, ha adquirido una cierta consolidación, 
especialmente por lo que respecta a su conceptuación como contrato atípico 
diferenciado de la fianza. De hecho, podría decirse en este sentido que desde la 
Sentencia de 27 de octubre de 1992 del Tribunal Supremo, no se aprecian grandes 
cambios en la doctrina jurisprudencial; más bien al contrario, es habitual que los 
pronunciamientos contengan remisiones a decisiones del propio o de otros tribunales 
                                                 
105 J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, pp. 80-81.  
106 R.C. PELAYO JIMÉNEZ, «En torno a la medida cautelar de suspensión de la ejecución de los avales a 
primer requerimiento», RDM, núm. 287, enero-marzo 2013, p. 130.  
107 Ello es debido, en parte, a la consolidada línea jurisprudencial del Tribunal Supremo en relación con el 
aval en sentido amplio (SSTS 7.12.1968, 24.11.1978, 21.3.1980 y 17.6.1985), que por otra parte es la 
garantía personal más utilizada en el tráfico mercantil. No obstante, en ocasiones esta denominación crea 
confusión, pues el aval a primer requerimiento bien puede referirse a una fianza a primer requerimiento o 
a una garantía independiente. Vid. DE ANGULO RODRÍGUEZ, “Actualidad de las garantías personales 





sobre la materia, y se limiten a analizar los hechos para luego decidir si es posible 
encuadrarlos dentro de un aval a primer requerimiento o si por el contrario se trata de 
una fianza accesoria o un seguro de caución.  
 
A modo de ejemplo, cabe citar la Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de julio de 
2014108, que se remite a otra del mismo tribunal de 12 de julio de 2001109, en la que se 
define el aval a primer requerimiento en los siguientes términos: 
 
 «… es una garantía personal atípica, producto de la autonomía de la 
voluntad proclamada por el artículo 1255 del Código Civil, que es distinta 
del contrato de fianza y del contrato de seguro de caución, no es accesoria y 
el garante no puede oponer al beneficiario, que reclama el pago, otras 
excepciones que derivan de la garantía misma… el efecto último es, pues, que 
el beneficiario tiene un claro derecho a exigir el pago, siendo la obligación 
del garante independiente de la obligación del garantizado y del contrato 
inicial, sin perjuicio de las acciones que puedan surgir a consecuencia del 
pago de la garantía (sentencia de 30 de marzo de 2000 [RJ 2000, 2314]».  
 
En un sentido prácticamente idéntico se pronuncia la Sentencia del Alto Tribunal de 1 
de octubre de 2007110, que proporciona el siguiente concepto de garantía independiente: 
 
«obligación de garantía que pierde su carácter accesorio de la obligación 
principal (la obligación del garante es independiente de la obligación del 
garantizado y del contrato inicial), por lo que no es menester que para la 
efectividad de la garantía se demuestre el incumplimiento de la obligación 
garantizada, sino que basta con la reclamación del deudor para hacer 
efectivo el cumplimiento de ésta». 
 
La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo ha reiterado, asimismo, en sus 
pronunciamientos, la posibilidad de que el garante se oponga a la reclamación efectuada 
                                                 
108 RJ 2014, 4083.  
109 RJ 2001, 5159. 
110 RJ 2007, 8087. En la misma línea, SSTS de 31.5.2003 (RJ 2003, 5217), 12.11.2003 (RJ 2003,8408), 





por el beneficiario en base a la inexistencia de incumplimiento del deudor principal. 
Así, en la Sentencia de 17 de febrero de 2000111 el Tribunal entendió que: 
 
«… en aras del principio de la buena fe contractual, artículo 1258 del 
Código Civil , se permita al garante, caso de contienda judicial, probar que 
el deudor principal ha pagado o cumplido su obligación con la consiguiente 
liberación de aquél, produciéndose así una inversión de la carga de la 
prueba, ya que no puede exigirse al beneficiario que acredite el 
incumplimiento del obligado principal, siendo suficiente, como se dice, la 
reclamación de aquel beneficiario para que nazca la obligación de pago del 
avalista». 
 
Precisamente las reclamaciones abusivas y los límites de la accesoriedad constituyen 
todavía un caballo de batalla para nuestros tribunales, que en ocasiones arrojan 
pronunciamientos contradictorios, tal y como tendremos ocasión de comentar en los 
capítulos tercero y cuarto de este trabajo.  
 
2. Las definiciones acogidas en los textos internacionales y europeos. ¿Hacia un 
concepto unitario de garantía independiente?  
 
No puede hablarse de un concepto normativo propiamente dicho, pero lo cierto es que 
los distintos textos convencionales que se han elaborado sobre la garantía a primera 
demanda hacen pensar que la intención de los operadores jurídicos en general es la de 
unificar o, al menos, tratar de armonizar el tratamiento que debe darse a las garantías a 
primera demanda, en particular cuando estas se celebran con motivo de un contrato 
internacional.  
 
A nivel español, carecemos de una norma que establezca el significado de las garantías 
a primera demanda. De hecho, el único texto legal que proporciona una regulación 
específica de esta modalidad contractual es la Convención de Naciones Unidas de 1995, 
que trata de forma unitaria tanto a las garantías independientes europeas como a las 
cartas de crédito contingente (standby letters of credit), configurándolas como una 
                                                 





«promesa» (undertaking, en la versión inglesa del texto). Así, su artículo 2.1 contiene la 
siguiente definición:  
 
«… una promesa es una obligación independiente asumida por un banco o 
alguna otra institución o persona (“garante/emisor”), de pagar al 
beneficiario una suma determinada o determinable a su simple reclamación o 
a su reclamación acompañada de otros documentos, con arreglo a las 
cláusulas y cualesquiera condiciones documentarias de la obligación, donde 
se indique, o de donde se infiera, que el pago se debe en razón de la omisión 
en el cumplimiento de una obligación, o por otra contingencia, o por dinero 
prestado o adelantado, o a raíz de una deuda vencida contraída por el 
solicitante o por otra persona». 
 
En la publicación núm. 758 de la CCI se recoge un concepto amplio de garantía a 
primer requerimiento, que pretende abarcar a cualesquiera modalidades de garantías 
independientes o autónomas que estén presentes en el comercio internacional, al incluir 
en su artículo 2º a «cualquier garantía, fianza u otro compromiso de pago asumido, con 
independencia de su denominación o descripción»112. Además, en el artículo 5 a) 
RUGD se define el concepto de independencia de la garantía:  
 
«La garantía es por su naturaleza independiente de la relación subyacente y 
de la solicitud, y el garante no está afectado ni vinculado en forma alguna 
por dicha relación. Una referencia en la garantía a la relación subyacente 
con el propósito de identificarla no altera la naturaleza independiente de la 
garantía. El compromiso de un garante de pagar en virtud de la garantía no 
está sujeto a reclamaciones o excepciones derivadas de una relación distinta 
de la existente entre el garante y el beneficiario»113.  
 
En los textos de soft law europeos, como los Principles of European Law (PECL)114 y 
más recientemente el Draft Common Frame of Reference (DCFR)115, se incluyen 
                                                 
112  F. INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía…, p. 378.  
113 A. DÍAZ MORENO, «Las nuevas reglas uniformes de la CCI relativas a las garantías a primer 
requerimiento», RDBB, núm. 124, octubre-diciembre 2011, p. 19.  
114 ULRICH DROBNIG et al. (ed.), Principles of European Law on Personal Security (PEL Pers. Sec.), vol. 





referencias a las garantías personales independientes (independent personal security o 
indemnity/independent guarantee) y se subraya su carácter autónomo, conceptuándolas 
como «una obligación contractual asumida por una entidad aseguradora de realizar un 
pago, otra prestación distinta o bien de resarcir unos daños al acreedor, que no 
dependerá de la validez, de los términos ni de la extensión de la obligación que un 
tercero mantenga frente al acreedor» [art. 1:101.(b) PEL Pers. Sec. y IV.G.1:101.(b) 
DCFR] (la traducción es mía). Así pues, parecería que la intención de los académicos es 
la de apostar por una definición de las garantías personales independientes que sea 
capaz de abarcar todas las modalidades de garantías personales que compartan la 
ausencia de la relación accesoria propia de la fianza116.  
 
3. Clases de garantías a primera demanda 
 
Dentro de las garantías a primera demanda, los autores han realizado varias 
clasificaciones. Por su relevancia y consenso doctrinal, me gustaría destacar aquí los 
siguientes criterios de clasificación:  
 
3.1 Según la forma de reclamación 
 
Es habitual la distinción entre las garantías a simple demanda, en las que el pago queda 
condicionado únicamente a la existencia de una mera reclamación escrita del 
beneficiario que respete el contenido y el plazo de validez fijados en el contrato de 
garantía, y las garantías de demanda documentaria -también llamadas garantías 
documentarias, condicionadas o a demanda justificada-, en las que el pago depende de 
la presentación al garante de determinados documentos o certificaciones que justifiquen 
o refuercen la reclamación fundamentada en la garantía117.  
 
                                                                                                                                               
115 C. VON BAR / E. CLIVE, (eds.), Draft Common Frame of Reference, Outline Edition, vol. II, Munich, 
2009, pp. 367 y ss.  
116 I. ZURITA MARTÍN, «Parte G. Garantías Personales, Capítulo 1: Disposiciones comunes», en A. 
VAQUER ALOY / E. BOSCH CAPDEVILA / M. SÁNCHEZ (coords.), Derecho Europeo de los contratos: 
Libros II y IV del Marco Común de Referencia, Atelier, Barcelona, 2012, p. 1656.  
117 S. SERRANO ESCRIBANO, «La Garantía a Primera Demanda», Cuadernos de Estudios Empresariales 
núm. 9, 1999, pp. 284 y 286-287., visitado el 15.3.15; J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato 
autónomo de garantía…, pp. 47 y ss.; F. SACRISTÁN BERGIA, El contrato de contragarantía (en el ámbito 





3.2 Según el objeto de la garantia 
 
En función de la naturaleza de la obligación garantizada, podemos distinguir entre las 
garantías de pago, que son la contrapartida de la garantía de ejecución o cumplimiento; 
las garantías de ejecución (performance guarantee), en la que se garantiza la correcta 
ejecución del contrato; las garantías de mantenimiento de la ejecución (maintenance 
bond), en las que se pretende que el ordenante-deudor cumpla las obligaciones de 
mantenimiento adecuado de la obra realizada; las garantías de calidad (warranty 
guarantee), de naturaleza muy parecida a las anteriores, son aquellas en que se garantiza 
al beneficiario el cumplimiento por parte del vendedor-ordenante de las condiciones de 
calidad de las mercancías previstas en el contrato principal; las garantías de licitación o 
de mantenimiento de la oferta (tender guarantee o bid bond), cuya finalidad es evitar 
que el licitante-ordenante retire su oferta una vez que se le adjudicó la licitación o, en 
caso de aceptación de la oferta, se niegue a firmar el contrato dentro de plazo 
establecido; las garantías de devolución de anticipos o de reembolso (advance payment 
guarantee o repayment bond), pactadas para garantizar la restitución por parte del 
ordenante al beneficiario de las sumas que le fueron anticipadas por este con ocasión de 
la ejecución del contrato principal; y las garantías de retención de pago (money 
retention guarantee), en las que se busca asegurar al beneficiario, bien mediante la 
retención de parte del precio adeudado al ordenante bien mediante la constitución de 
una garantía bancaria por importe equivalente, que en caso de presentar vicios o 
defectos la obra ejecutada estos serán inmediatamente reparados por el ordenante, quien 
de no proceder a la reparación perdería el importe retenido o garantizado118.  
 
4. Estructura. Concurrencia de la estructura obligacional triangular propia de 
toda relación de garantía  
 
La doctrina científica coincide en encuadrar a la garantía autónoma a primera demanda 
dentro de las garantías personales. Además, es bastante pacífica la afirmación de que su 
                                                 
118 S.A. SÁNCHEZ LORENZO (coord.), Práctica Profesional. Cláusulas en los contratos internacionales. 
Redacción y análisis., Barcelona, 2012, pp. 366 y ss.; J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato 





funcionamiento responde a una estructura obligacional triangular, dentro de la que 
deben distinguirse tres relaciones contractuales distintas119: 
 
a) La relación entre el acreedor-beneficiario y el deudor-ordenante, que recibe el 
nombre de relación de valuta o relación subyacente, se articula a través de lo que 
se conoce como el contrato principal o el contrato de base. Éste puede ser una 
compraventa, un contrato de suministro, un contrato de obra –construcción, llave 
en mano120, ingeniería-, un contrato administrativo121, o incluso un contrato de 
arrendamiento. La existencia del contrato principal es, precisamente, aquello que 
motiva la constitución de la garantía. En este sentido, caben dos posibilidades: o 
bien que la garantía se constituya con posterioridad a la celebración de un contrato 
en que se establece la obligación del deudor de prestar una garantía a favor del 
acreedor, o bien que las partes pacten como condición previa para la celebración 
del contrato principal la prestación por parte del ordenante de una garantía 
bancaria de acuerdo con las instrucciones del beneficiario122.  
 
b) La relación entre el banco garante y el ordenante, calificada por BUSTO LAGO123 
como «relación de provisión», se articula a través de un contrato de contragarantía 
o contraaval124. Éste es un contrato atípico, por lo que para conocer su contenido y 
el derecho aplicable será necesario una vez más intentar reconstruir la voluntad 
negocial de las partes. Su naturaleza ha sido ampliamente analizada por la 
doctrina, que en su mayoría lo asimila a un contrato de comisión mercantil 
                                                 
119 L. DÍEZ-PICAZO / A. GULLÓN, Sistema de derecho civil, vol. II., t. II. Contratos en especial. Cuasi 
contratos. Enriquecimiento sin causa. Responsabilidad extracontractual, Madrid, 10ª ed., 2012, p. 277; 
BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías a primera demanda…, p. 17.  
120 Vid. A. HERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, “Los contratos de construcción «llave en mano»…, pp. 200-201.  
121 En la contratación del sector público, la obligación de prestar garantías bancarias independientes se ha 
convertido en una condición legal para participar en el proceso de adjudicación, o bien en una posterior 
obligación del adjudicatario (arts. 95 y ss. RDL 3/2011, de 14 de noviembre, que viene a sustituir el 
anterior RDL 2/2000, de 16 de junio).  
122 F. SACRISTÁN BERGIA, El contrato de contragarantía…, p. 39.  
123 El autor opta por esta denominación tanto en J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, 
p. 199, como en su obra colectiva J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a primer requerimiento», R. 
BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO (dir.), Tratado de Contratos. Tomo IV, 2ª ed., Tirant lo Blanch, Valencia, 
2013, p. 4772.  
124 Pese a que no aparece en el tráfico con una denominación uniforme, los modelos de las entidades 
bancarias y de crédito presentan contenidos similares, y normalmente son calificados como póliza de 
cobertura de garantía bancaria (BBVA), póliza en garantía de fianza o aval (DEUSTCHE BANK), póliza 
de contraaval (BANCO PASTOR, actualmente BANCO POPULAR), o póliza de contragarantía 
(BARCLAYS BANK). Ésta última denominación fue la utilizada por la SAP Zaragoza de 13.5.1999 (AC 





indirecta125, en virtud del cual la parte que es deudora en el contrato de base 
ordena al banco garante que emita una carta de garantía a favor de su acreedor. Si 
el banco acepta el encargo, se obligará a celebrar una garantía independiente a 
primera demanda con la persona designada por el deudor, siguiendo las 
instrucciones de éste, a cambio de una retribución. Pero no son esas las únicas 
obligaciones que asume el garante, pues en tanto que comisionista, este estará 
obligado a cumplir, frente al comitente, una serie de deberes de información (arts. 
1720 CC, y 255 y 260 CCom): notificar al deudor en caso de que reciba una 
reclamación de pago, expresándole si a su juicio dicha reclamación es procedente 
o no, así como informarle si ha procedido a realizar el pago de acuerdo con la 
reclamación recibida o si, por el contrario, ha rechazado la reclamación, con 
indicación en este ultimo caso de los motivos de la negativa. Asimismo, en interés 
del deudor, el garante deberá examinar con especial diligencia la reclamación del 
acreedor (art. 1719 CC) para verificar si se ajusta estrictamente a los términos y 
condiciones de la garantía; por el mismo motivo, se entiende que el garante tiene 
el deber de oponer la exceptio doli en los casos en que así proceda126.  
 
Por su parte, el ordenante se obliga, en virtud de este contrato, a restituir al banco 
garante las cantidades pagadas en ejecución de la garantía, así como a prestar las 
contragarantías que aseguren dicho reintegro; el reflejo de esta obligación es el 
derecho de regreso del garante127.  
 
c) La relación entre el banco garante y el beneficiario, que es conocida como 
relación de garantía o de cobertura, se regirá por lo dispuesto en la carta o texto de 
la garantía, donde generalmente se incluirán cláusulas por las cuales el garante se 
                                                 
125 Por todos, M.A. ALCALÁ DIAZ, «Función económica y naturaleza jurídica de las garantías 
bancarias…», p. 1815; J.M. BUSTO LAGO, «Bases doctrinales y jurisprudenciales para la configuración 
del contrato autónomo de garantía en el ordenamiento jurídico español: Las relaciones entre los sujetos 
del contrato», Diario La Ley, 2003, 12.5.2003, p. 3; M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de 
las denominadas…, p. 231; J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato autónomo de garantía…, p. 154; 
J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 167; M. CERDÁ OLMEDO, Garantía 
independiente (nueva forma de garantía personal realizable mediante simple reclamación del acreedor 
surgida de la praxis del comercio internacional), Comares, Granada, 1991, p. 92 (se refiere a 
arrendamiento de servicios o mandato). Una posición diferente es la sostenida por M. MEDINA DE LEMUS, 
Práctica de contratación internacional, Cámara de Comercio de Madrid, 2002, p. 207, que se refiere a la 
presencia de un contrato de crédito oneroso.  
126 Vid. infra capítulo IV, apartado 1.  
127 F. SACRISTÁN BERGIA / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de contragarantía», M. YZQUIERDO 





obliga frente al beneficiario al pago de una suma de dinero en el supuesto de que 
se produzca el presupuesto previsto para la ejecución de la garantía. En cuanto a 
su naturaleza, es pacífica la consideración de que por lo general, el garante asume 
una obligación propia consistente en mantener al beneficiario indemne de las 
consecuencias negativas de la falta o inexacta inejecución por parte del ordenante 
de una determinada prestación. Suele decirse que la relación de garantía se 
caracteriza por su independencia respecto de la relación de valuta existente entre 
el beneficiario y el ordenante. Sin embargo, las partes pueden modular esa 
independencia exigiendo una mayor o menor justificación en la reclamación. 
Además, la obligación de pago del garante está limitada, ya no tan solo por las 
condiciones que establezcan las partes en la carta de garantía (plazos para el 
pago128, lugar en que debe realizarse o forma del mismo), sino también por el 
principio de buena fe, que exige no atender reclamaciones abusivas, y por la 
necesaria licitud del contrato principal. Por lo demás, el contrato de garantía 
recibirá una u otra denominación en función del objeto de la relación 
subyacente129.  
Este esquema demuestra que la figura que estamos analizando, a pesar de sus 
particularidades, comparte el esquema tradicional de las garantías personales, de manera 
que en cualquier caso intervendrán como mínimo tres sujetos, un banco o entidad 
aseguradora que ejercerá de garante, un ordenante de la garantía, y un beneficiario de la 
garantía. A partir de aquí pueden construirse una variedad de combinaciones y 
supuestos de hecho posibles, tales como las garantías subordinadas, las garantías 
agrupadas o las contragarantías, siendo este último el supuesto más habitual en el tráfico 
jurídico internacional130.  
                                                 
128 Si las partes no fijan un plazo para que el banco garante proceda al pago de la garantía, desde el 
momento en que se le notifica la reclamación, debe entenderse que este dispone de un plazo razonable de 
acuerdo con el principio de la buena fe (art. 1258 CC) y las reglas generales de determinación del tiempo 
en el cumplimiento de las obligaciones (art. 1128 CC). El art. IV.G.-3:103, en su apartado 3, fija un plazo 
de «siete días hábiles desde la recepción del requerimiento por escrito».   
129 Vid. supra capítulo II, apartado 2.2.2. Al respecto de la influencia de la relación subyacente en la 
relación de garantía, véase también M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de las 
denominadas…, pp. 48 y ss.; M. CERDÁ OLMEDO, Garantía independiente (nueva forma de garantía 
personal…, pp. 90 y ss.; así como J.C. ESPIGARES HUETE, La garantía a primer requerimiento: 
mecanismos de defensa frente a las reclamaciones abusivas del beneficiario, Real Colegio de España, 
Bolonia, 2006, pp. 123-124.  
130 El funcionamiento de las contragarantías, también conocidas como «garantías indirectas» o «garantías 
de segundo grado», es similar al de la subfianza. Lo que sucede normalmente es que, para dar mayor 





CAPÍTULO III – Naturaleza de las garantías autónomas 
 
1. El carácter indemnizatorio de la obligación del garante 
 
Entre quienes consideran el contrato autónomo de garantía a primera demanda como 
uno diferenciado de la fianza, que como ya hemos avanzado son la mayoría, es 
frecuente considerar que la obligación del garante es, en principio, distinta de la del 
deudor principal. En el sentido de que la deuda asumida por el garante tiene un carácter 
indemnizatorio, pues el garante siempre asume el pago de una cantidad de dinero para el 
caso de incumplimiento de las obligaciones del deudor principal, mientras que en la 
fianza lo habitual es que la obligación del fiador y la del deudor coincidan131. Para 
CARRASCO PERERA, las garantías a primera demanda cumplen en el tráfico una función 
de liquidez, dado que posibilitan una rápida satisfacción del interés del acreedor132.  Así, 
según el autor133 hay dos tipos de garantías a primera demanda: las garantías de 
«preliquidación» y las garantías de «incumplimiento». Las primeras que cumplirían la 
función económica de un depósito caucional, por lo que en ellas no se garantiza 
directamente la obligación del deudor principal, o mejor dicho, no dependen del 
incumplimiento efectivo por el deudor de su obligación principal. En palabras de 
ESPIGARES HUETE134, en este tipo de garantías dinerarias equivalentes a un depósito 
caucional, el objeto de la garantía es asegurar al beneficiario una cantidad de dinero 
apenas tengan lugar determinadas eventualidades indicadas en el contrato, con el fin de 
destinar esta suma a un depósito de garantía o caución en dinero, y discutir después con 
seguridad los daños resarcibles. En efecto, estas garantías son las que reflejan mejor la 
idea del solve et repete, que conlleva posponer el reequilibrio de los desplazamientos 
patrimoniales injustos a un momento posterior a la ejecución de la garantía. Las 
                                                                                                                                               
éste –garante de primer grado-, que actúa en función de las instrucciones del banco del ordenante –banco 
contragarante-. En particular, la contragarantía es aquella que exige el garante de primer grado, 
directamente obligado respecto al beneficiario designado por el ordenante, con la finalidad de asegurarse 
el reembolso de las cantidades que, llegado el caso, haya debido de pagar en ejecución de su propia 
obligación. Vid. J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a primer…, p. 4800; A. DÍAZ MORENO, «Los 
trabajos de UNCITRAL en materia de garantías independientes internacionales», RDM núm. 207, enero-
marzo 1993, p. 176.  
131 SACRISTÁN BERGIA, «La oposición de excepciones por reclamación indebida…, p. 242. 
132 A. CARRASCO PERERA, «Las nuevas garantías personales…, p. 687. 
133 A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía, t. I, 2.ª ed., 2008, pp. 517-518.  
134 J.C. ESPIGARES HUETE, «La efectividad de la garantía «a primer requerimiento»: ¿fianza o garantía 






garantías de incumplimiento, por el contrario, equivaldrían a una fianza a primer 
requerimiento, por lo que su ejecución estaría condicionada al incumplimiento de la 
obligación principal por parte del deudor. Su tratamiento, por tanto, sería el mismo que 
el de la fianza accesoria, con la salvedad de la cláusula a primer requerimiento, que 
como veremos es perfectamente compatible con la accesoriedad de la garantía.  
 
 
2. El significado de la inclusión de la cláusula de pago «a primera demanda»  
 
Inicialmente, la inclusión de una cláusula de pago «a primera demanda» o «a primer 
requerimiento» en un contrato de garantía se consideraba un elemento tipificador que 
constataba la existencia de una garantía no accesoria o incondicionada. Quienes 
defendían esta postura sostenían que la cláusula a primera demanda llevaba implícita la 
renuncia por parte del garante a oponer las excepciones derivadas de la relación 
subyacente135.  
 
Hoy día, la mayoría de los autores considera que la inserción de la cláusula de pago a 
primer requerimiento no es, por sí sola, suficiente para descartar la presencia del 
contrato de fianza y entender que nos encontramos ante una garantía independiente, 
toda vez que dicha cláusula, singularmente considerada, no tiene el efecto de 
independizar la relación de garantía del contrato principal. En todo caso, afirman los 
defensores de esta interpretación, puede admitirse que cuando el contrato en cuestión 
sea una garantía personal, el hecho de que el garante se comprometa expresamente a 
pagar en el momento en que se produzca la reclamación del beneficiario constituye un 
indicio o una presunción iuris tantum del carácter autónomo de la garantía136. 
                                                 
135 M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías a primera demanda… p. 39; Mª.P. 
PERALES VISCASILLAS, «La carta de crédito contingente. The Standby Letter of Credit», RDBB núm. 85, 
2002, pp. 12-14; A. DÍAZ MORENO, «Las garantías a primer requerimiento en la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo», en Estudios de Derecho bancario y bursátil en Homenaje a Evelio Verdera y Tuells, 
t. I, II y III, La Ley, Madrid, 1994, pp. 627-650. Por su parte, la Introducción de las RUGD 458 definía a 
la garantía a demanda como aquella «en la que el pago queda condicionado únicamente a la existencia de 
una simple reclamación escrita del beneficiario».  
136 M.A. ALCALÁ DIAZ, «Función económica y naturaleza jurídica de las garantías bancarias…», p. 1810; 
A. DÍAZ MORENO, «Las garantías a primer requerimiento…», p. 126; R. MARIMÓN DURÁ, «La garantía 





La doctrina continental, en especial desde la admisión por parte del Tribunal Supremo 
Federal alemán (BGH) de la fianza a primer requerimiento137 –la cual se configura 
como una figura mixta a caballo entre la fianza clásica y la garantía independiente–, es 
prácticamente unánime en considerar que la formulación del pago a primer 
requerimiento tiene un carácter universal «no determinante» y, por consiguiente, puede 
incluirse en una multiplicidad de contratos, incluso en aquellos que no son garantías 
personales138. Así, para poder determinar si estamos ante una garantía independiente, 
ante una fianza, un seguro de caución o una promesa unilateral, es necesario analizar 
todos los elementos del contrato, que habrán de ser interpretados no sólo en su tenor 
literal139 sino tomando en consideración los actos previos y posteriores de las partes140. 
De este modo, únicamente podremos hablar de una garantía independiente si de una 
valoración global de la operación puede concluirse que la voluntad de las partes era la 
de excluir, de manera definitiva, la dependencia de la obligación de garantía respecto de 
la obligación garantizada. En este sentido, la doctrina suele exigir, además de la 
inclusión de la cláusula de pago a primer requerimiento, que en el contrato no figuren 
referencias a la relación entre el deudor y el beneficiario de la garantía, que se utilice la 
                                                 
137 La construcción dogmática de la fianza a primer requerimiento (Bürgschaft auf erstes Anfordern) se 
atribuye principalmente, a las Sentencias del BGH de 2.5.1979 (BGHZ 74, 244, 247 (=WM, 1979, 457)) 
y de 21.4.1988 (BGH NJW 1988, 2610 (=WM, 1988, 934)); Vid. F. GRAF VON WESTPHALEN, Die 
Bankgarantie im internationalem Handelsverkehr, 2. Auflage, Heidelberg, 1990, p. 71, citado por F. 
INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía..., pp. 393 y 395. En nuestro país, 
la jurisprudencia se ha mostrado contraria a la admisión de la fianza con cláusula de pago a primer 
requerimiento, y hasta el momento mantiene la tesis de que la cláusula de pago a primer requerimiento es 
incompatible con la fianza [SSTS 2.10.1990 (RJ 1990, 7464) y 15.4.1991 (RJ 1991, 2693)], por lo que su 
inclusión en un contrato de fianza o bien es considerada irrelevante [SAP Palencia 5.2.1996, citada por A. 
CARRASCO PERERA, «Aval a primer requerimiento. Comentario a la STS de 17 de febrero del 2000 
(RJ 2000, 1162)», Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil núm. 54/2000, Civitas, octubre-diciembre, 
2000, p. 994.] o bien es interpretada en el sentido de que supone la transformación en una garantía 
independiente [STS 12.7.2001 (RJ 2001, 5159)]. La fianza a primer requerimiento es una figura que en 
nuestro país únicamente ha sido admitida por la Audiencia Provincial de Zaragoza en su Sentencia de 
13.5.1998 (AC 1998, 5780). Precisamente en esta sentencia se puso de manifiesto que, para que pueda 
hablarse de un contrato autónomo de garantía, es necesario que el «aval» no se vincule al cumplimiento 
del contrato subyacente y que se haga renuncia a las excepciones derivadas del contrato principal.  
138 Vid. F. INFANTE RUIZ, «Valor de la cláusula de pago a primer requerimiento o a primera demanda. 
Comentario a la STS de 3 de mayo de 1999 (RJ 1999, 3366)», RDPat, núm. 4/2000, Aranzadi, Navarra, 
2000. 
139 STS 30.3.2000 (RJ 2000, 2314).  
140 J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a primer requerimiento», BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO 
(dir.), Tratado de Contratos. Tomo IV, 2ª ed., Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, p. 4746; A. CARRASCO 
PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, pp. 530-531. El autor rechaza una interpretación 
normativa de la cláusula a primer requerimiento mediante la que se establezca de modo necesario una 
determinada consecuencia en materia de inoponibilidad de excepciones, aunque reconoce que «la 
exigencia de efectividad en la interpretación (art. 1824 CC) obliga a atribuir normativamente algún efecto 
a las fórmulas simples de gpr, al menos mientras no estén contradichas por otras cláusulas del contrato o 





denominación de «aval» o «garantía» en lugar de la de «fianza», así como que el 
garante renuncie expresamente a todas las excepciones derivadas del contrato 
subyacente141. BUSTO LAGO142 añade que también es necesario que no se requiera (para 
la ejecución de la garantía) la previa existencia de una sentencia o de un laudo arbitral 
que adveren el incumplimiento de las obligaciones del contrato de base por el deudor 
garantizado.  
 
Al respecto del valor que debe atribuirse a la cláusula de pago a primer requerimiento, 
algunos autores como ALBALADEJO143 afirman que dicha cláusula cumple una función 
estrictamente procesal, ya que supone una mera inversión de la carga de la prueba 
acerca de los presupuestos materiales que justifican la ejecución de la garantía. Es decir, 
que esta cláusula tiene como efecto que sea el garante el que deba probar que no se da el 
supuesto de hecho material para poder evitar el pago, pues se presume que la 
reclamación del beneficiario se fundamenta en un incumplimiento previo del deudor. 
Debe decirse que la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo se ha pronunciado en 
este sentido en varias ocasiones144, y así lo han hecho también las Audiencias 
Provinciales en su mayoría145. Otros autores identifican la cláusula de pago a primer 
requerimiento con la función de solve et repete, y afirman que dicha cláusula, además 
de permitir al beneficiario no tener que probar su derecho al pago, le mantiene indemne 
frente a cualquier excepción derivada de la relación subyacente que pudiera oponer el 
                                                 
141 J.M. DE LA CUESTA RUTE (dir.) / E. VALPUESTA GASTAMINZA (coord.), Contratos Mercantiles, Tomo 
II, Barcelona, 2ª ed., 2009, p. 1431; R. MARIMÓN DURÁ, «La garantía independiente…, p. 510; Véase 
también J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, pp. 130 y ss. En ocasiones, la renuncia a 
oponer excepciones derivadas de relaciones obligatorias distintas a la relación de garantía se articula 
mediante las expresiones «sin ninguna otra condición ni restricción», «sin excusa admisible» o «sin 
restricción de ningún tipo».  
142 J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, pp. 81-82.  
143 M. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho Civil, II, Derecho de obligaciones, vol. II., Los contratos en 
particular y las obligaciones no contractuales, 14ª ed., Edisofer, Madrid, 2011, p. 891.  
144 Entre otras, SSTS 14.11.1989 (RJ 1989, 7878), 27.10.1992 (RJ 1992, 8584), 15.4.1999 (RJ 1999, 
2693), 17.2.2000 (RJ 2000, 1162), 30.3.2000 (RJ 2000, 2314), 5.7.2000 (RJ 2000, 6010), 13.12.2000 (RJ 
2000, 10438), y 12.7.2001 (RJ 2001, 5159).  
145 Entre otras, la SAP Guadalajara de 9.6.1997 (AC 19997, 1366), la SAP Madrid de 3.11.1997 (La Ley-
Actualidad 1997, §.1157; Act.Civ. 1998-3, §.626) y la SAP Málaga de 18.2.1998 (AC 1998, 3752), todas 
ellas atribuyen a la cláusula a primer requerimiento el efecto de producir una inversión de la carga de la 
prueba, de modo que es sobre el garante sobre quien recae la prueba del adecuado cumplimiento de la 
obligación garantizada. En la misma línea, la SAP Asturias de 15.12.1998 (AC 1998, 2412) entendió que 
el avalista se comprometía a pagar «sin entrar a discutir la procedencia de la reclamación». Por su parte, 
la SAP Madrid de 16.7.1998 (AC 1998, 1801) consideró que la asunción de la obligación de pago «a 
primer requerimiento» por un avalista transformaba la naturaleza de la relación de garantía, imponiendo 






fiador. De este modo, se logra posponer la discusión relativa a la corrección material de 
la reclamación: una vez efectuado el pago, el garante se dirigirá contra el beneficiario 
pudiendo hacer valer, ahora sí, cualquier argumento basado en el contrato principal que 
demuestre que el beneficiario no tenía derecho a recibir el pago. Suele decirse que la 
cláusula solve et repete supone una renuncia provisional a las excepciones del artículo 
1853 CC, pues lo que se prohíbe al fiador en el momento de la reclamación, se le 
permite con posterioridad al pago de su prestación para recuperar la cantidad 
indebidamente cobrada por el beneficiario146. Este es el esquema típico de la fianza a 
primer requerimiento.  
 
Por el contrario, otro sector doctrinal identifica la cláusula de pago a primera demanda 
con una función sustancial de automatización del derecho al pago de la garantía. En 
otras palabras, los defensores de esta interpretación argumentan que el garante no sólo 
debe pagar a simple requerimiento sin poder oponer las excepciones derivadas del 
contrato de base, sino que, a diferencia del caso anterior, tampoco podrá hacer valer 
esas mismas excepciones a posteriori contra el beneficiario, por la vía del 
enriquecimiento injusto: la renuncia a la oponibilidad de excepciones es, por tanto, 
definitiva. Será el ordenante el que después de reembolsar al garante, deberá dirigirse 
contra el beneficiario para recuperar la suma desembolsada147. Este esquema es 
precisamente el que opera en los casos en que se pacta una garantía independiente.  
 
Dicho esto, es evidente que las consecuencias prácticas de la inclusión de una cláusula 
de pago a primer requerimiento en un contrato serán diferentes en función de la 
naturaleza del mismo, y que su significado deberá obtenerse atendiendo a los criterios 
de interpretación de los contratos que conocemos (arts. 1281-1289 CC). No obstante, se 
plantean aquí dos problemas: el primero es que la jurisprudencia no admite la fianza a 
primer requerimiento, por lo que acaba transformando la mayoría de esos contratos en 
                                                 
146 A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, p. 241; M. ALBALADEJO GARCÍA, 
Derecho Civil, II, Derecho de obligaciones, vol. II., Los contratos en particular y las obligaciones no 
contractuales, 19ª ed., Edisofer, Madrid, 2011, p. 890; M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de 
las denominadas…, p. 92.  
147 F. INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía…», p. 395. El automatismo 
en el pago es cada vez más cuestionado por la doctrina, que admite la posibilidad de moderar la regla del 
«solve et repete» para el caso de las reclamaciones fraudulentas, en que el banco garante está facultado 
para no pagar, y esperar a que sea el beneficiario el que le reclame judicialmente el cumplimiento de la 





garantías independientes incluso cuando la voluntad de las partes podría haber sido la de 
pactar una garantía accesoria; el segundo es que, a nivel doctrinal, más allá de 
considerar que la cláusula de pago a primer requerimiento constituye un fuerte indicio 
de la presencia de una garantía autónoma, no hay un criterio unánime al respecto del 
valor que debe atribuírsele a dicha cláusula como tal. Por lo demás, la estadística 
demuestra que, en nuestro país, son pocas las garantías independientes en las que no se 




La garantía a primera demanda como tal carece de regulación propia en nuestro 
ordenamiento, por lo que ha sido calificada por la mayoría de la doctrina como un 
supuesto de contrato atípico. Esta circunstancia no ha impedido, sin embargo, la 
expansión de la figura, que no se ha visto excesivamente afectada por posibles 
problemas de seguridad jurídica, si bien la asignación del derecho aplicable continúa 
siendo problemática en algunas ocasiones, especialmente cuando las partes no se 
someten expresamente a las RUGD 758. A falta de una regulación ad hoc, la creciente 
aceptación de las garantías independientes ha sido posible gracias a lo que los autores 
denominan «tipificación social»149 –esto es, el hecho de que cada vez se emplean con 
más frecuencia en operaciones de carácter nacional–, así como a los intentos doctrinales 
y jurisprudenciales de inserción de la garantía en tipos contractuales admitidos en 
nuestro derecho positivo. Por lo que respecta al primer fenómeno, no hay duda de que 
tanto las iniciativas europeas de soft law (en especial, los PECL y el DCFR) como las 
regulaciones convencionales de la Cámara de Comercio Internacional  han jugado un 
papel esencial, hasta el punto de que se ha dicho que, a pesar de no ser normas jurídicas, 
su uso continuado por los operadores jurídicos en las transacciones comerciales ha 
                                                 
148 F. INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía…», p. 376. La inclusión de 
la cláusula «a primer requerimiento» también parece ser habitual en la contratación internacional. Así, los 
modelos de la CCI para la emisión de garantías independientes ya incluyen dicha cláusula. 
149 L.F. CARRILLO POZO, Las garantías autónomas en el comercio…, p. 43; F. INFANTE RUIZ / D. DE 
MIGUEL HERNANDO, p. 381, «Los contratos de garantía…, con cita de la doctrina italiana, optan por el 






hecho que alcancen un nivel de aceptación muy alto, pudiendo ser considerados algunos 
preceptos como verdaderos usos del comercio150.  
 
3.1 Reconocimiento normativo 
 
En el ámbito interno, la falta de tipicidad no ha sido obstáculo para que algunas leyes y 
reglamentos incluyan referencias a las garantías personales «pagaderas a primer 
requerimiento», algunas de las cuales se configuran excluyendo las excepciones 
oponibles por el garante, y por tanto se separan de la fianza clásica. Así pues, 
encontramos referencias normativas a las garantías independientes -en su mayoría se 
refieren a los avales y a los seguros de caución «a primer requerimiento»- en los 
siguientes textos legales:  
 
a) El Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados 
(TRLOSSP), que se refiere en su Disposición adicional primera al «seguro de 
caución a favor de las Administraciones Públicas», el cual se configura como 
forma de garantía. Asimismo, en la letra c se establece que «el asegurador no 
podrá oponer al asegurado las excepciones que puedan corresponderle contra el 
tomador del seguro»151.  
 
b) El Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP), que 
establece en su artículo 97.1, para las garantías prestadas por tercero, que «las 
personas o entidades distintas al contratista que presten a favor de éste no podrán 
utilizar el beneficio de excusión a que se refieren los artículos 1.830 y 
concordantes del Código Civil». Por otra parte, en el apartado tercero, letra c del 
                                                 
150 Según F. INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía…», p. 385, algunos 
de los preceptos contenidos en las URDG, como aquellos recogen la definición de la garantía a primera 
demanda y su caracterización esencial como garantía independiente, pueden tener la consideración de 
consuetudo admitida generalmente en la práctica de estas garantías.  
151 Las primeras manifestaciones del reconocimiento de las garantías «a primer requerimiento» se sitúan a 
mediados de los años noventa, en el ámbito de la contratación de las Administraciones Públicas, y en 
particular, en la Disposición Adicional segunda de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, actualmente 





precepto, se prohíbe al asegurador de un seguro de caución oponer al asegurado 
las excepciones que puedan corresponderle contra el tomador del seguro.  
 
c) El Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 
(RLCAP), que en su artículo 56 establece los requisitos de las garantías 
constituidas mediante aval bancario, recoge entre ellos la solidaridad y el pago a 
primer requerimiento de la Administración Pública beneficiaria de la garantía152. 
Para las garantías constituidas mediante seguro de caución, entre los requisitos 
que anuncia el artículo 57 se encuentran la obligación del asegurador de 
indemnizar a primer requerimiento de la Caja de Depósitos, y la imposibilidad de 
oponer al asegurado las excepciones que puedan corresponderle al asegurador 
contra el tomador del seguro.  
 
d) La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda ECO/2120/2002, de 2 de 
agosto, que desarrolla el Real Decreto 161/1997, de 7 de febrero, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos, precisa en su artículo 15 
que las garantías prestadas a favor de las Administraciones Públicas sólo se 
admitirán en la modalidad de aval cuando el avalista sea una entidad de crédito o 
una sociedad de garantía recíproca, y además los avales reúnan una serie de 
requisitos, a saber: que el aval sea solidario respecto al obligado principal, con 
renuncia expresa a los beneficios de excusión y división y pagadero a primer 
requerimiento de la Caja; asimismo, se exige que el aval sea de duración 
indefinida, en el sentido de que permanezca vigente hasta que el órgano a cuya 
disposición se constituya resuelva declarar la extinción de la obligación 
garantizada y la cancelación del aval.  
 
e) La Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación (LOE), que 
en su artículo 19.3 incide en el carácter independiente del seguro de caución como 
garantía de las responsabilidades de los agentes que intervienen en el proceso de 
edificación, al requerir dos condiciones: la asunción del asegurador de indemnizar 
                                                 
152 La SAP Cádiz de 27.3.2006 (JUR 2006, 196189), con motivo de la discusión planteada acerca de la 






al asegurado «al primer requerimiento», y la inoponibilidad de excepciones que 
puedan corresponder al asegurador contra el tomador del seguro.  
 
f) La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC), que en su artículo 
64 prevé que la «caución podrá otorgarse en dinero efectivo, mediante aval 
solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por 
entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier otro medio 
que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la 
cantidad de que se trate».  
 
g) El Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación 
de Vehículos a Motor, admite en su artículo 7.3 letra e –en relación con el artículo 
9 letra a153- la posibilidad de prestar un «aval solidario de duración indefinida y 
pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de 
garantía recíproca o por cualquier otro medio que, a juicio del órgano 
jurisdiccional correspondiente, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, 
de la cantidad consignada».  
 
h) Finalmente, la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación 
procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, modificó la redacción 
del artículo 591 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim), que con relación 
a las formas de aseguramiento de las responsabilidades civiles ex delictum, 
establece ahora que «la fianza podrá ser personal, pignoraticia o hipotecaria, o 
mediante caución que podrá constituirse en dinero efectivo, mediante aval 
solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por 
entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier medio que, a 
juicio del Juez o Tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la 
cantidad de que se trate».  
 
 
                                                 
153 Este artículo tiene su origen en la modificación efectuada por la DF 13ª LEC de la DA única de la Ley 





4. ¿Unilateralidad?  
 
Han sido varios los autores que han conceptuado la garantía autónoma a primera 
demanda como un contrato unilateral o una promesa independiente. BUSTO LAGO154 
recoge la definición dada en la doctrina austríaca por SCHINNERER y AVANCINI, quienes 
configuran la garantía como un «contrato obligatorio unilateral que, con carácter 
general, sirve para garantizar la prestación de un tercero a favor del acreedor 
beneficiario, de manera que se asegura a este último que recibirá, en todo caso, la 
prestación o la suma de dinero contractualmente establecida, y esto no sólo en la 
hipótesis de incumplimiento del tercero sino también en el caso en que la obligación del 
deudor principal no llegue a tener existencia o bien devenga imposible». SAN JUAN 
CRUCELAEGUI155, tomando como referencia las Sentencias del Tribunal Supremo de 14 
de noviembre de 1989 y de 8 de mayo de 1991156, apuesta por la consideración de la 
obligación del garante como una promesa de pago unilateral e irrevocable. INFANTE 
RUIZ y MIGUEL HERNANDO157 acuden a la siguiente definición, proveniente de la 
jurisprudencia alemana y que ha sido tomada como punto de partida por dos autores 
consagrados como son CANARIS y HORN: «promesa independiente (selbständige 
Versprechen) por la que un sujeto se responsabiliza frente a otro a que un determinado 
resultado jurídico o de hecho o una amenaza de un daño futuro no se hará realidad».  
 
Generalmente, la justificación ofrecida por aquellos que defienden el carácter unilateral 
de la garantía a primera demanda subyace en el hecho de que en la práctica, la emisión 
de la garantía suele ser la condición para la celebración del contrato garantizado, si bien 
el que exige la prestación de la garantía y que después será su beneficiario normalmente 
no participa directamente en el proceso de su obtención, puesto que ya habrá expresado 
su voluntad en las negociaciones precontractuales mantenidas con el deudor en aras a 
formalizar el contrato principal (en las cuales habrá podido pronunciarse sobre los 
plazos, la forma y el contenido de la garantía que deba prestarse para asegurar el 
                                                 
154 J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, p. 79, y del mismo autor, «Contrato de 
garantía a primer requerimiento…, p. 4741.  
155 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 164, 248-253. 
156 RJ 1989, 7878 y RJ 1991, 3577, respectivamente. Ambas sentencias se basan en el principio de 
libertad de pacto del art. 1255 CC y en el paralelismo de la figura con el crédito documentario.  





cumplimiento de dicho contrato). Tal y como señala BUSTO LAGO158, en muchas 
ocasiones la garantía surge a través de una declaración de voluntad unilateral promisoria 
del garante frente al beneficiario, que se realiza en ejecución de un contrato concluido 
previamente con el ordenante. De acuerdo con esta teoría, la garantía se constituye en el 
momento de la emisión por parte del banco garante de la carta de garantía en favor del 
beneficiario, siendo a partir de ese momento que surge un compromiso firme del 
primero frente al segundo. Y es que los usos del tráfico jurídico internacional159 han 
contribuido a generalizar la idea de que no es necesaria la aceptación expresa por parte 
del beneficiario para que la garantía sea eficaz, pues el silencio del beneficiario se 
entiende como aceptación tácita al haberse celebrado previamente un contrato con el 
ordenante en el que normalmente se contiene la exigencia de constitución de la garantía.   
 
Pues bien, en nuestro Derecho este planteamiento parece difícil de sostener. Ello es así 
principalmente por dos motivos: en primer lugar, porque el artículo 1089 CC no 
reconoce la declaración de voluntad unilateral como fuente de obligaciones, de modo 
que antes de la aceptación, esta es esencialmente revocable y por lo tanto, de ella no 
deriva ninguna obligación. Así pues, si bien podría admitirse que por la declaración 
unilateral de voluntad el emitente adquiere un deber moral de llevar a cabo la prestación 
prometida, la existencia de una relación obligatoria genuina requiere, además, la 
adquisición de un derecho por otra persona, cosa que no sucede aquí, puesto que en 
nuestro ordenamiento nadie puede adquirir derechos sin manifestar su voluntad en ese 
sentido160.  
 
En segundo lugar, porque el artículo 1261 CC exige el consentimiento de los 
contratantes para que podamos hablar de la formación de un verdadero contrato, y el 
artículo 1262.1º define al consentimiento como la concurrencia de la oferta y de la 
                                                 
158 J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, pp. 177-178.  
159 En el art. 6 RUGD 458 se establecía: «La garantía produce efectos desde la fecha de su emisión, salvo 
que expresamente en ella se prevea que su eficacia se producirá en una fecha posterior o estará sujeta a 
condiciones especificadas en la garantía y determinables por el garante sobre la base de cualquier 
documento en ella especificado». Actualmente, el art. 4 RUGD 758 sigue el mismo criterio, al establecer 
en su letra c: «El beneficiario puede presentar un requerimiento desde el momento de emisión de la 
garantía, o desde un momento o a partir de un hecho posterior si así lo prevé la garantía».  
160 L. DÍEZ-PICAZO, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Vol. II. Las relaciones obligatorias, 
Civitas, 6ª ed., Madrid, 2008, p. 169. Frente a este planteamiento, parte de la doctrina ha defendido la 
admisión de la voluntad unilateral como fuente de obligaciones, postura que goza del respaldo de los 
Principios del Derecho Europeo de Contratos, cuyo art. 2.107 establece que: «una promesa realizada con 





aceptación sobre la cosa y la causa que han de constituir el contrato161. Asimismo, en 
base a la regla contenida en el artículo 1827 CC, se ha dicho que el garante únicamente 
resultará obligado a pagar la suma convenida en la carta de garantía si concurre la 
aceptación expresa del beneficiario de la garantía, tanto sobre el contenido de la carta 
como sobre la persona del deudor162. Por todo ello, debe entenderse que la oferta de 
garantía que realiza el banco es una declaración contractual de naturaleza recepticia, y 
por tanto hasta el momento en que el beneficiario reciba la propuesta u oferta de 
garantía el banco está facultado para dejarla sin efecto, a menos que la hubiese emitido 
con carácter irrevocable163.  
 
Cuestión distinta al momento en que debe entenderse constituida la garantía164 es si en 
atención a la estructura obligacional del contrato autónomo de garantía, este debe ser 
calificado o bien de sinalagmático o bien de unilateral. Dicho de otro modo, nada 
impide calificar la figura como un contrato unilateral si por ello entendemos que es un 
                                                 
161 El 1262.2º dice que: Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay 
consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, habiéndosela remitido el 
aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El contrato, en tal caso, se presume celebrado en el 
lugar en que se hizo la oferta. Y el 1262.3º: En los contratos celebrados mediante dispositivos 
automáticos hay consentimiento desde que se manifiesta la aceptación. Desde la entrada en vigor de la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y del Comercio Electrónico, la 
misma solución se aplica en el caso de los contratos mercantiles (art. 54 CCom).  
162 Esta es la interpretación que debe aplicarse a tenor de lo establecido por la jurisprudencia, que exige 
que las declaraciones de voluntad de constitución de la garantía sean expresas y claras, siendo necesario 
el concurso de la oferta y la aceptación para que nazca una verdadera obligación para el fiador; de lo 
contrario, sostiene el Tribunal, estamos ante una mera oferta contractual, que puede ser revocada de no 
mediar plazo. Vid. SSTS 23.3.1988 (RJ 1988, 2422) y 16.12.1985 (RJ 1985, 6442). L. DÍEZ-PICAZO, 
Fundamentos del Derecho Civil…, p. 495, se ha mostrado crítico con este planteamiento, pues asegura 
que la necesidad de que la fianza posea carácter expreso sólo se deduce respecto de la voluntad del fiador, 
no resultando legalmente exigible respecto de la declaración de voluntad de aceptación del acreedor.  
163 J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato autónomo de garantía…, p. 273; J.M. BUSTO LAGO, Las 
garantías personales atípicas…, p. 184. En el caso de las garantías bancarias, lo habitual es precisamente 
que se emitan de forma irrevocable, como demuestra el art. 4 letra b RUGD 758: «Una garantía es 
irrevocable desde su emisión incluso cuando no lo indique».  
164 En este punto resulta pertinente traer a colación el debate sobre el momento en el cual se entiende 
constituida la fianza. En este sentido, L. DÍEZ-PICAZO, Fundamentos del Derecho Civil…, pp. 493-494, ha 
declarado que se trata de un negocio jurídico plurilateral que queda formado por la voluntad de las partes, 
de forma que si bien cabe la posibilidad de que deudor y fiador lleguen a un acuerdo sobre la fianza, no 
existirá una verdadera obligación del fiador frente al acreedor hasta que no se produzca la aceptación de 
este, la cual es conditio iruis para la completa formación del negocio jurídico, que es a su vez revocable 
conjuntamente por quienes lo han realizado. Dicho esto, el autor parece admitir la constitución unilateral 
de la fianza, al afirmar que la declaración de voluntad del fiador, realizada con causa suficiente, 
constituye a éste en garante de la deuda. En favor de calificar la obligación del garante como un negocio 
jurídico unilateral, A. DÍAZ MORENO, «Las garantías a primer requerimiento…, p. 137; F. SÁNCHEZ 
CALERO, «Ponencia general» en Las garantías a primer requerimiento…, pp. 117-150 y 138-139. Por su 
parte, J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato autónomo de garantía…, p. 267, defiende el carácter 
verdaderamente contractual que asumen las garantías a primera demanda (en base a su analogía respecto 
al contrato de fianza regulado en el CC), requiriéndose la aceptación por el acreedor para adquirir la 





contrato que únicamente genera obligaciones para una de las partes, en este caso para el 
garante. Esto es lo que sostiene de forma prácticamente unánime la doctrina en base un 
razonamiento que en términos generales debe admitirse como válido. En efecto, tal y 
como puso de relieve J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE165, la unilateralidad de la figura es 
consecuencia del hecho de que «del contrato sólo deriva una obligación concreta a 
cargo de una de las partes, el banco garante, de pagar una suma de dinero, mientras que 
la actividad que las estipulaciones del contrato imponen al beneficiario –se refiere aquí 
a la presentación de los documentos fijados en el contrato de garantía-, son pactos que 
pretenden garantizar que el crédito que se corresponde con esa única obligación va a 
ejercerse en el marco de lo pactado, asegurando en la medida de lo posible que la 
reclamación del beneficiario se fundamenta en la existencia de un daño económico 
cierto y contemplado en el contrato de garantía». Así pues, el beneficiario de la garantía, 
al igual que ocurre en la fianza, asume cargas, que se convierten en condiciones de 
ejercicio de sus derechos contra al garante, pero cuyo cumplimiento no puede ser 
exigido por el garante ni tampoco puede este reclamarle daños y perjuicios en caso de 
incumplimiento. Con todo, en méritos del principio de autonomía de la voluntad, podría 
el acreedor obligarse frente al garante a realizar una determinada conducta –por 
ejemplo, la concesión de un crédito– respecto del deudor, como contraprestación a la 
concesión de la garantía, en cuyo caso cabría admitir el carácter sinalagmático de la 
relación de garantía166. 
 
5. No derogación de la subsidiariedad 
 
Una de las primeras cuestiones que debe resolverse con carácter previo a determinar la 
concurrencia o no del elemento de la subsidiariedad en las garantías independientes es 
el significado mismo de la subsidiariedad. En este sentido, si atendemos a su causa-
función, debemos decir que toda garantía es en esencia subsidiaria, en tanto en cuanto se 
constituye para reforzar al acreedor de los riesgos de incumplimiento de la obligación 
principal, de modo que el garante o fiador asume siempre una obligación de «segundo 
                                                 
165 J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato autónomo de garantía…, pp. 144-145. Esta definición ha 
sido acogida prácticamente de un modo literal por INFANTE RUIZ Y MIGUEL HERNANDO, «Los contratos 
de garantía…, p. 386, para quien los requisitos documentarios que se imponen a la reclamación del 
beneficiario son aspectos formales del supuesto de hecho que da lugar a la obligación de pago del garante 
y derivan de la buena fe contractual (art. 1258 CC), siendo normas incardinables en la «buena fe 
objetiva». 





grado» que solamente debe activarse cuando se produce el supuesto de hecho 
garantizado. Asimismo, en base a los planteamientos defendidos por la mejor doctrina, 
resulta imprescindible distinguir entre la subsidiariedad interna y la subsidiariedad 
externa. La primera, afirman gran parte los autores167, es una característica común de 
todo contrato de garantía y se refiere a la relación entre el garante y el deudor; en 
particular, se entiende que en cualquier garantía la obligación del garante tiene carácter 
subsidiario respecto de la obligación garantizada, dado que la reclamación del 
beneficiario solo está justificada si hay un incumplimiento previo del deudor principal 
(art. 1822 CC). En cambio, la subsidiariedad externa alude a la relación frente al 
acreedor, o mejor dicho, a la forma en que el acreedor puede reclamar su crédito.  
 
Pues bien, en el caso de la fianza, tradicionalmente se ha identificado el principio de 
subsidiariedad con la verificación del incumplimiento de la obligación principal. De este 
perspectiva, se ha dicho acertadamente que la regulación legal de la fianza configura a 
ésta como esencialmente subsidiaria, y que la nota de subsidiariedad no desparece 
incluso en los casos en que las parten excluyen el beneficio de excusión (art. 1830 
CC)168 o pactan una fianza solidaria169 (art. 1822.2º CC).  
                                                 
167 Siendo la fianza el paradigma de las garantías personales, una importante corriente doctrinal concibe la 
subsidiariedad como un elemento esencial de toda clase de fianza, con independencia del modo en que la 
obligación de garantía sea asumida por el garante. En este sentido se han pronunciado, entre otros, L. 
DÍEZ-PICAZO / A. GULLÓN, Sistema de derecho civil, vol. II., t.II…, p. 259; J. DELGADO ECHEVARRÍA, 
J.L. LACRUZ BERDEJO, Elementos de Derecho Civil, II, 2, 3ª. ed., Dykinson, Madrid, 2005, pp. 322, 342-
344; V. GUILARTE ZAPATERO, Comentarios al Código Civil y Compilaciones forales, XXIII, 1979, p. 19, 
y A. CASANOVAS MUSSONS, La relación obligatoria de fianza, Bosch, Barcelona, 1984, p. 16. En contra 
de este planteamiento, A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, p. 72. Otros 
autores, entre los que destaca M. ALBALADEJO GARCÍA, Derecho Civil II. Derecho de obligaciones, 14ª 
ed., Madrid, 2011, p. 891, identifican el concepto de subsidiariedad con el beneficio de excusión del art. 
1830 CC, y como quiera que dicha facultad del fiador no concurre siempre y en todos los casos, entienden 
que la subsidiariedad es una característica natural o normal, mas no esencial, de la obligación de garantía. 
Una tesis distinta, que ya fue defendida en A. CARRASCO PERERA, Fianza, accesoriedad…, pp. 74-78, y 
es reiterada por el mismo autor en su obra colectiva Tratado de los derechos de garantía…, pp. 102 y ss., 
es aquella que sostiene que la subsidiariedad, al igual que la solidaridad, no es otra cosa que un modo de 
asumir el fiador la obligación de garantía. Con todo, las tesis señaladas parecen aproximarse si atendemos 
al principio interpretativo que recoge A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, pp. 
103 y 107 en virtud del cual se presume que toda fianza pactada como solidaria es en realidad una fianza 
subsidiaria en la que se excluye el beneficio de excusión. Finalmente, una corriente minoritaria niega que 
la subsidiariedad sea un requisito básico de la fianza, independientemente de la concurrencia del beneficio 
de excusión; en esta línea, vid. SSTS 2.6.1976, 14.12.182.  
168 La distinción entre la subsidiariedad pura y la subsidiariedad con beneficio de excusión es admitida 
por la mejor doctrina: A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, p. 107; L. DÍEZ-
PICAZO, Fundamentos de Derecho civil…, p. 483; A. CASANOVAS MUSSONS, La relación obligatoria…, 
p. 16; y por una parte cada vez más importante de la jurisprudencia: entre otras, vid. STS 21.4.1931 (RJ 
1931, 2024) y Sentencia del Juzgado Mercantil nº 1 Las Palmas 9.4.2010 (JUR 2010, 130951). Otra 






En el marco de las garantías autónomas a primera demanda, cabe preguntarse si el 
hecho de que no se exija al beneficiario la prueba del incumplimiento del deudor ni 
tampoco se permita al garante oponer en ningún momento al acreedor las excepciones 
de la relación subyacente (al margen de la exceptio doli que explicaremos en el 
siguiente capítulo), conlleva una supresión de la nota de subsidiariedad en este tipo de 
garantías170. La respuesta a esta cuestión, en mi opinión, debe ser negativa, por diversos 
motivos. En primer lugar, porque si admitimos que estamos ante un verdadero contrato 
de garantía, cuya función es el aseguramiento de los riesgos del acreedor, debemos 
admitir también que la obligación del garante es necesariamente subsidiaria (en el 
sentido de subsidiariedad interna), toda vez que solamente debería entrar en juego si 
hay un previo incumplimiento o un cumplimiento defectuoso por parte del deudor171. 
Así, el hecho de que las partes pacten que la garantía en cuestión, ya se trate de un 
fianza ordinaria o solidaria o de una garantía autónoma, será pagadera a primer 
requerimiento no equivale a afirmar que el garante se sitúa en la misma posición que el 
                                                                                                                                               
contrato subyacente y la subsidiariedad en la ejecución de la garantía (SAP Guipúzcoa 9.12.1999 (AC 
1999, 2590)). 
169 Con motivo de la fianza solidaria, la postura del Tribunal Supremo ha sido la de distinguir la relación 
externa entre fiador y acreedor de la relación interna entre deudor y fiador, admitiendo que en el primer 
caso resultan aplicables las normas de la solidaridad, mientras que en el segundo se aplicarían en todo 
caso las notas típicas de la fianza. En este sentido se han pronunciado, entre otras, las SSTS 28.12.1987 
(RJ 1987, 9655); 23.3.1988 (RJ 1988, 2422); 16.9.1988 (RJ 1988, 6693) y 22.7.2002 (RJ 2002, 7476). En 
la misma línea, en las SSTS 27.11.1986 (RJ 1986, 6616) y 5.2.1992 (RJ 1992, 830) el Alto Tribunal se 
encargó de recordar que la fianza, también aquella que se configura como solidaria, no pierde nunca su 
carácter accesorio y subsidiario. Este razonamiento, que a mi modo de ver resulta acertado, podría 
predicarse igualmente respecto de las garantías independientes.   
170 A favor de esta tesis se encuentran A. TAPIA HERMIDA, La carta de crédito “standby”, AA.VV., 
Instituciones del Mercado Financiero. Contratos Bancarios. Vol. II. Operaciones de activo y pasivo, La 
Ley-Actualidad, Madrid, 1999, p. 1008. El autor mantiene la misma postura en Derecho bancario, 
Cálamo, Barcelona, 2002, pp. 207-208, donde incide en el carácter abstracto, imperativo y esencialmente 
revocable de las garantías a primera demanda. En la misma línea, vid. L. DELGADO DE MOLINA, «Las 
garantías a primer requerimiento», RGD, núm. 585, 1993, pp. 5721-5723; A. DÍAZ MORENO, «Las 
garantías independientes en la jurisprudencia del Tribunal Supremo», AA.VV., Estudios de Derecho 
Bancario…, t. I., Madrid p. 643; con bastantes matizaciones, A. CARRASCO PERERA, «Las nuevas 
garantías personales…», pp. 732 y ss.  
171 En este sentido se han pronunciado, entre otros, V. GUILARTE ZAPATERO, «Comentario a los artículos 
1822-1256 del Código civil», Comentario del Código civil, Ministerio de Justícia, t. II., Madrid, 1991, pp. 
1783-1784, y M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías a primera demanda…, p. 62. El 
razonamiento sería distinto si afirmásemos que el contrato de garantía es, en realidad, un contrato de 
asunción o intercesión cumulativa de deuda, en el cual el garante responde en calidad de obligado 
principal; en este sentido, vid. E. ESTRADA ALONSO, Las garantías abstractas en el tráfico civil y 
mercantil, Civitas, Madrid, 2000, pp. 193 y ss. En la SJM nº1 Las Palmas de 9.4.2010 el juez sentencia 
que se pierde la subsidiariedad «cuando se expresa que el fiador asume la deuda ajena "como propia", o 
"como si del mismo deudor se tratase", o que la obligación del fiador es "alternativa" o que el acreedor 






deudor principal, sino que más bien constituye un indicio de que estamos ante una 
garantía no accesoria en la que el fiador no podrá oponer las excepciones que le 
corresponderían al deudor principal en virtud del contrato subyacente.  
 
En segundo lugar, porque el hecho de que las partes de una operación trilateral como es 
la garantía diseñen el orden de ejecución de las obligaciones del garante y del deudor 
frente al acreedor en el nivel de la solidaridad, de modo que otorguen al acreedor la 
posibilidad de reclamar indistintamente del deudor principal o del garante, es 
perfectamente admisible en nuestro ordenamiento, que reconoce la viabilidad de la 
fianza solidaria (art. 1822 CC). Asimismo, esta circunstancia no impide que con 
posterioridad al pago se produzca un reequilibrio patrimonial, es decir, no afecta a la 
organización interna de las relaciones entre garante y deudor. En la fianza, el fiador que 
ha pagado tiene derecho a ser indemnizado por el deudor (art. 1838 CC). La diferencia 
con el contrato autónomo de garantía es que, en este caso, el deudor, al no poder oponer 
las excepciones derivadas del contrato principal, no tendrá otra opción que reembolsar 
al garante la cantidad que éste pagó al acreedor, de manera que únicamente en caso de 
empobrecimiento injusto estará facultado el deudor para accionar contra el acreedor.  
 
En tercer lugar, porque también en las garantías independientes, al margen de la 
configuración del supuesto garantizado172, el incumplimiento del deudor principal -en 
sentido amplio- debe entenderse siempre como presupuesto de la reclamación. Lo que 
sucede es que, según la mayoría de los autores, dicho incumplimiento no tiene por qué 
haberse materializado173, sino que se presume con la presentación de la reclamación. 
Así, un sector de la doctrina entiende que la ejecución de la obligación del garante 
presupone un previo incumplimiento o un incumplimiento defectuoso de la obligación 
garantizada, toda vez que ello constituye el supuesto de hecho material de la obligación 
de garantía. 
 
                                                 
172 Vid. supra capítulo II, apartado 3.1.  
173 Algunos autores como M.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías…, pp. 60 y ss., 
hablan de un incumplimiento en sentido amplio y otros como M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática 
actual de las denominadas…, p. 121, ponen el acento en la producción del supuesto garantizado 
entendido como insatisfacción del interés del acreedor en la relación principal, el cual podrá concretarse 
«en un incumplimiento estricto, en la existencia de un daño económico, en la no obtención del resultado 





Llegados a este punto convendría hacer tres consideraciones: 1º. Pese a la utilidad de la 
presunción, no es correcto decir que el incumplimiento del deudor principal no tiene por 
qué haberse materializado, ya que de ser así la reclamación no estaría justificada y, por 
consiguiente, no debería antenderse. En otros términos, el garante solamente resulta 
obligado a pagar cuando se produce el supuesto de hecho de la garantía; en caso 
contrario, estaríamos ante una reclamación indebida o fraudulenta que no debería ser 
atendida por el banco garante. Ello sería predicable, a mi modo de ver, incluso en los 
casos en que se incluya el pacto de solidaridad en el texto de garantía174. 2º. Siendo 
posible que el mecanismo de pago de la garantía se active con la simple reclamación 
escrita del beneficiario175, ello no quiere decir que el banco no deba comprobar la 
producción del supuesto de hecho, pues los deberes de información y diligencia en el 
examen de la reclamación derivados de su relación contractual con el ordenante le 
obligan a realizar una mínima comprobación sobre la concurrencia del presupuesto 
material de la garantía −examinando, en su caso, los documentos que le presenten tanto 
el ordenante como el beneficiario en caso de haberse pactado una garantía 
documentaria−. Precisamente, en aras a conseguir una aplicación efectiva principio de 
buena fe consagradado en el artículo 7.1 del Código civil, así como de evitar posibles 
abusos en las reclamaciones, sería deseable que se utilizaran preferentemente garantías 
documentarias, en las que se exigiese al beneficiario que acompañase la reclamación de 
ciertos documentos que permitan al banco verificar con facilidad que se ha producido el 
                                                 
174 Algunos autores afirman que cuando la garantía se pacta como solidaria, de modo que se obliga al 
garante a pagar al simple vencimiento de la obligación principal y no se le permite exigir al acreedor 
ningún tipo de declaración o justificación documental de su derecho en base al contrato principal, el 
incumplimiento del deudor deja de ser parte del supuesto de hecho de la ejecución de la obligación de 
garantía. Vid. J.M. BUSTILLO SAIZ, Sobre la atipicidad de las garantías a primera demanda…, p. 61, con 
cita de A. CARRASCO PERERA, «Las nuevas garantías personales…», p. 733. El autor mantiene el mismo 
criterio en Tratado de los derechos de garantía, t. I…, pp. 103 y 541. Pero esta interpretación no es del 
todo acertada, puesto que si admitiésemos que en las garantías a simple demanda no es necesario que se 
produzca un incumplimiento por parte del deudor, estaríamos eliminando la posibilidad de oponer la 
exceptio doli, y lo que es más importante, estaríamos contraviniendo el fundamento mismo de las 
garantías personales.  
175 Vid. supra capítulo II, apartado 3.1. Huelga decir que el beneficiario deberá realitzar una valoración de 
los hechos previa a la presentación de la reclamación al banco garante, y solamente si hecha dicha 
valoración considera que existe fundamento material para reclamar la ejecución de la garantía, deberá 
formular la reclamación de pago al banco garante. En este sentido, Cf.  J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, p. 
275: «el beneficiario de la garantía, si estimara que el ordenante de la misma no ha dado adecuado 
cumplimiento a sus obligaciones derivadas del contrato subyacente garantizado, podrá proceder a la 
formulación de la reclamación del pago de la suma cubierta por la garantía con respeto a las reglas para 
una adecuada reclamación de dicho pago, entre las que no se contiene requisito alguno de índole formal y, 
asimismo, deberá adjuntar aquellos documentos que las partes hubieran pactado como condición para 
dicha reclamación del pago de la garantía»; M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, p. 92 y 121, admite la procedencia de 
la reclamación del beneficiario basada siquiera en la mera sospecha, por parte de éste, de que el 





supuesto de hecho, o, como mínimo, garantías justificadas, en las que se exigiera al 
beneficiario que en la notificación al banco garante incluya la afirmación de que se ha 
producido el supuesto de hecho cubierto en el documento de la garantía 3º. El hecho de 
que se presuma el incumplimiento del deudor resulta de utilidad, en todo caso, para 
diferenciar la solidaridad como un modo de organizar las obligaciones de las garantías 
solidarias propiamente dichas176. Así pues, de no presumirse el incumplimiento del 
deudor, parece claro que estaríamos ante una simple obligación solidaria y no ante un 
contrato de garantía. 4º. En caso de controversia sobre si el riesgo cubierto por la 
garantía se ha verificado o no, se entiende que es una cuestión de interpretación que 
corresponde al tribunal de instancia competente en cada caso177.  
  
Con todo, resulta prácticamente ineludible admitir que en las garantías independientes 
se produce una atenuación de la subsidiariedad fideusoria. Los autores que se muestran 
partidarios de dicho planteamiento basan su argumentación en la cláusula que impide al 
garante oponer las excepciones del artículo 1853 CC, la cual como sabemos constituye 
una manifestación de la falta de accesoriedad de estas garantías. El razonamiento es el 
siguiente: dado que el garante debe pagar a primer requerimiento del acreedor, sin 
poder entrar a valorar las vicisitudes del contrato principal y estando el pago únicamente 
condicionado a la reclamación –que en principio debe atenderse a menos que sea 
manifiestamente fraudulenta–, la obligación del garante se aleja de la rigurosidad del 
carácter subsidiario de la fianza, acercándose a planteamientos más propios de las 
obligaciones solidarias178. Esta tesis resulta, a mi modo de ver, mucho más convincente 
que la anterior, esto es, que la que afirmaba que la garantía independiente conlleva la 
supresión de la subsidiariedad. Pese a ello, siguen siendo válidas las matizaciones 
anteriormente realizadas, a las que cabe añadir el hecho de que, en base al principio de 
                                                 
176 A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía, t. I…, p. 102; M.A. PÉREZ ALVAREZ, 
Solidaridad en la fianza, Aranzadi, Pamplona, 1985, pp. 114 y 120. En el mismo sentido, M.C. NÚÑEZ 
ZORRILLA, La problemática actual de las denominadas…, p. 87: «Fianza solidaria y solidaridad son cosas 
distintas, se rigen por normas propias y en realidad sólo ofrecen como nota común la posibilidad de que 
en el primer caso, el acreedor tiene que dirigirse sin observar ningún orden contra el deudor principal o 
contra el fiador, y en el segundo, contra cualquiera de los obligados…O si se quiere, la fianza es un tipo 
de obligación caracterizada por su objeto (cumplir por un deudor principal), mientras que la solidaridad 
no es propiamente una obligación, sino un modo de obligarse». 
177 STS 11.2.2010 (RJ 2010, 879).  





autonomía de la voluntad y libertad de pacto, las partes de una garantía independiente 
podrían acordar una configuración subsidiaria de la misma en cuanto a su ejecución179.  
 
5.1 El valor del pacto de solidaridad 
 
Una vez determinada la presencia de la nota de subsidiariedad en las garantías 
independientes, resulta pertinente analizar el valor que debe atribuirse al llamado pacto 
de solidaridad, que en no pocas ocasiones se incluye en el texto de la garantía y que 
consiste normalmente en una renuncia del garante al beneficio de excusión180.  
 
Varios autores han defendido la improcedencia de incluir dicho pacto en las garantías 
independientes, si bien por motivos diversos. Unos alegan que la solidaridad es 
incompatible con este tipo de garantías: en síntesis, afirman que la solidaridad 
solamente podría pactarse en el marco de una fianza, dado el carácter accesorio de la 
obligación del fiador, pero no cuando se trata de una garantía independiente, en la que 
deudor y garante son titulares de obligaciones propias que nacen de títulos distintos (del 
contrato principal y del contrato de garantía, respectivamente), motivo por el cual no se 
le podría exigir al garante que asuma solidariamente la obligación del deudor principal 
ni tampoco a éste que asuma la obligación del primero. Siguiendo este razonamiento, la 
inclusión de dicha cláusula en el contrato impediría calificarlo como garantía 
independiente y obligaría a entender que se trata de una garantía accesoria181. En el lado 
                                                 
179 Así, en la SAP Guipúzcoa 9.12.1999 (AC 1999, 2590), se pactó un aval bajo la forma de «garantía 
independiente», aval que era ejecutivo a primera demanda, y se estableció que su cumplimiento estaba 
condicionado al previo agotamiento de dos avales anteriores estipulados para garantizar las operaciones 
entre ambas compañías. Para un resumen de la sentencia, vid. R. MARIMÓN DURÁ, «La garantía 
independiente..., p. 497. 
180 No obstante, en ocasiones el clausulado es algo confuso por lo que será la autoridad judicial la que, en 
cada caso, deberá valorar cual era la verdadera intención de las partes de la operación. A modo de 
ejemplo, vid. STS 12.11.2014 (RJ 2014, 6866), en la que en un supuesto de compraventa de una parcela 
que debía entregarse urbanizada, las partes compradora y vendedora pactaron que la primera “entregará a 
la vendedora aval financiero hasta la cantidad pendiente de pago, expedido por entidad bancaria de 
primer orden, solidariamente, con renuncia a los beneficios de división, excusión y orden, hasta la 
recepción provisional de las obras de urbanización por la Corporación y por un periodo máximo de 
vigencia de tres años, que será ejecutable a primer requerimiento a la entidad avalista de la parte 
vendedora…”. En la misma línea, SAP Madrid 28.10.2014 (JUR 2015, 19599).  
181 J. SAN JUAN CRUCELAEGUI se muestra claramente contrario a la inclusión del pacto de solidaridad en 
las garantías independientes: «La solidaridad es característica típica y posible de la fianza cuando así es 
pactada por las partes, en clara conexión y conformidad con el carácter de accesoriedad de aquélla, por lo 
que parece, ya desde un principio, característica inadecuada para un tipo contractual como es el de las 
garantías independientes, que se destaca por su carácter principal» (p. 229). El mismo autor subraya que 





opuesto, algunos autores sostienen que la garantía a primer requerimiento ya es solidaria 
per se, razón por la que carece de sentido configurarla convencionalmente como 
solidaria182.  
 
Otros afirman que al amparo del artículo 1140 CC, que permite la existencia de la 
solidaridad «aunque los acreedores y deudores no estén ligados del propio modo y por 
unos mismos plazos y condiciones», debe admitirse la configuración de las garantías 
autónomas como garantías solidarias183. Siempre y cuando se cumplan una serie de 
condiciones, a saber: que la diversidad de las prestaciones de deudor y garante no afecte 
sustancialmente a la identidad de las mismas, de modo que el derecho o deber se refiera 
a la prestación íntegra (sin división del crédito ni de la deuda), que la prestación solo se 
haga efectiva una vez por uno de los obligados, quedando de esta forma satisfecho el 
interés del acreedor con el primer cumplimiento total, y que se respete el límite a la 
extensión de la obligación de garantía que establece el artículo 1826.1º CC («El fiador 
puede obligarse a menos, pero no a más que el deudor principal, tanto en la cantidad 
como en lo oneroso de las condiciones)».   
 
Por su parte, un sector de la doctrina defiende que en caso de que en un contrato de 
garantía se incluya tanto la cláusula de inoponibilidad de excepciones como el pacto de 
solidaridad, hay dos opciones: o bien considerar que el ordenante y el garante han 
decidido obligarse solidariamente, con independencia de su obligación propia, a 
                                                                                                                                               
garantía, al tratarse de nociones relativas al concepto de fianza, ello puede «suponer una presunción o un 
indicio en favor de la apreciación de una fianza», si bien matiza que «la fuerza de dicha presunción puede 
ser compensada si la renuncia al uso de excepciones es formulada de manera generalizada incluyendo 
toda clase de excepciones posibles o imaginables» (p. 230).  
182 J.M. BUSTILLO SAIZ, pp. 61-62; A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía, t. I…, p. 
541, reconoce que en el mercado pueden encontrarse gpr (garantías a primer requerimiento) solidarias y 
subsidiarias, si bien matiza que en tanto que «solidaridad y subsidiariedad en la fianza sólo se refieren al 
modo de articular la obligación de pago del garante, y no comporta otras consecuencias, en el fondo acaba 
perdiendo toda utilidad práctica distinguir entre solidaridad y subsidiariedad cuando se ha pactado una 
forma de pago a pr»; A. DÍAZ MORENO, “Las garantías a primer requerimiento en la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo”, AA.VV, Estudios de Derecho Bancario…, t. I, Madrid, 1994, pp. 638 y 643-644.  
183 El principal obstáculo esgrimido por los autores contrarios a la configuración de las garantías 
independientes es el de que las prestaciones de garante y deudor no son idénticas, lo cual supondría una 
vulneración de los presupuestos estructurales de la obligación solidaria, que exige identidad de objeto en 
las obligaciones de garante y deudor. Sin embargo, se ha extendido en la doctrina la opinión de que en el 
caso de las garantías solidarias se aplica una solidaridad especial o imperfecta, que se rige por normas 
específicas, alejándose de esta forma del régimen típico de las obligaciones solidarias que prevé el 
Código civil, y permite que la prestación de los deudores solidarios pueda tener distinto objeto. Vid. L. 
DÍEZ-PICAZO, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial…, pp. 204-206; M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La 





garantizar el cumplimiento de la obligación del otro; o bien admitir que mediante la 
inclusión del pacto de solidaridad las partes únicamente pretendían fortalecer la 
posición del beneficiario184. Es esta última solución la que, a mi modo de ver, se ajusta 
más a una realidad en la que la falta de regulación específica de la figura conduce a las 
partes a incluir en el contrato una serie de cláusulas -en ocasiones de forma 
desafortunada- con la sola intención de reforzar la independencia de la obligación de 
garantía.  
 
6. Falta (relativa) de accesoriedad  
 
Es común entre los autores sostener que la garantía a primera demanda no participa de 
la nota de accesoriedad nada más que en el sentido de que su génesis obedece a su 
función de aseguramiento y, por tanto, es auxiliar o complementaria de otro negocio 
principal185. Sin embargo, la accesoriedad entendida en el sentido previsto por el 
Código Civil para la fianza, como delimitadora de la obligación asumida por el fiador, 
                                                 
184 J.M. BUSTO LAGO, Las garantías personales atípicas…, pp. 149-151, con cita de la doctrina y la 
jurisprudencia francesa: M. VASSEUR, «Garamtie indépendante», Encyclopédie Dalloz. Repertoire Droit 
Commercial, Vol. IV, 30.4.1984/1990 (mise à jour); «Note» a App. París 10.1.1986, I.R., p. 155; 
Asimismo, vid. F. BONELLI, «Le garanzie bancarie “a prima domanda”», Le garanzie contrattuali 
(Fideiusione e contratti de garanzia nella prassi interna e nel commercio internazionale (contributi 
raccolti a cura di U. DRAETTA e C. VACCÀ; introduzione di G. Bernini), EGEA-Giuffrè Editore, Milano, 
1994, pp. 199-238. En nuestro país, el Tribunal Supremo se ha pronunciado sobre el alance de la 
obligación del fiador solidario, entre otras, en la Sentencia de 22.7.2002 (RJ 2002, 7476), en la que el 
Tribunal parece defender la tesis de que la inclusión del pacto de solidaridad, en la práctica, coloca al 
fiador en una posición de igualdad frente al acreedor garantizado, respecto de la que tiene el deudor fiado. 
Los términos literales de la Sentencia fueron éstos: «En cuanto a lo primero, tiene declarado esta Sala 
que «el Código Civil no impone al acreedor la obligación de informar de cada una de las vicisitudes del 
crédito a los fiadores solidarios, y éstos deben desde que contraen la fianza, no nace su obligación 
cuando aquel crédito no es satisfecho. Carece de la más mínima base legal no considerar como deudor al 
fiador solidario hasta que no se produce el incumplimiento; entonces lo que tiene que hacer es cumplir, 
no constituirse en deudor» (STS 16-6-1999 [1999, 4475] en recurso 3123/1994); así como que «el aval o 
fianza solidaria es una institución establecida para el derecho del acreedor al cobro de la deuda que no 
se refiere a la obligación subjetiva radicante en la persona del deudor, sino a la deuda misma que deberá 
pagarse por los avalistas en defecto del deudor principal... El deudor principal es un tercero en la 
relación obligacional entre el acreedor y el fiador, como así lo dice expresamente el párrafo primero del 
artículo 1822 del Código Civil..., aparte de que cuando el fiador lo es con carácter solidario, como 
ocurre en el caso aquí enjuiciado, el acreedor puede dirigirse directamente contra éste, sin tener que 
hacer reclamación previa o simultánea alguna al deudor principal» (STS 10-4-1995 [1995, 3254] en 
recurso 551/1992)». 
185 R. ECHENIQUE GORDILLO, «Las garantías bancarias internacionales: algunas consideraciones», RDBB 





es ajena a la garantía, motivo por el cual suele decirse que esta falta de accesoriedad es 
aquello que le otorga carta de naturaleza a las garantías independientes186.  
 
Dicho esto, antes de adentrarnos en la explicación sobre las consecuencias que la falta 
de accesoriedad supone para la garantía autónoma a primera demanda, considero 
imprescindible hacer un par de consideraciones previas: 1º. No existiendo un concepto 
técnico unitario de accesoriedad, debe entenderse que la mera existencia de limitaciones 
o atenuaciones al carácter accesorio de la fianza no implican necesariamente una salida 
del tipo, puesto que el propio régimen legal que disciplina esta figura admite esa 
posibilidad187. 2º. Dentro de las garantías autónomas a primera demanda, las partes 
tienen libertad para diseñar el texto de la garantía en función de sus intereses, por lo que 
pueden modular la accesoriedad de las mismas, según establezcan una mayor o menor 
dependencia entre la obligación de garantía y la obligación garantizada –por ejemplo, 
exigiendo al beneficiario que, además de la reclamación escrita, presente una serie de 
documentos que permitan verificar el incumplimiento del deudor–. 
 
Son muchos los autores que, en base al régimen legal de la fianza, coinciden en 
entender la accesoriedad como una característica que supone la subordinación de la 
obligación del fiador, en su nacimiento (art. 1822 CC), existencia (art. 1824 CC), 
extensión (arts. 1826 y 1827 CC), subsistencia (arts. 1835 y 1839 CC), transmisión 
(arts. 1212 y 1528 CC), ejecución (art. 1853 CC) y extinción (art. 1847 CC), a los 
avatares de la obligación principal afianzada; de modo que la fianza existe y subsiste en 
función de la obligación que garantiza188.  
 
Pues bien, tomando como base esta delimitación del concepto de accesoriedad, parece 
bastante claro que las garantías independientes deben calificarse como no accesorias. En 
primer lugar, porque la obligación asumida por el banco garante nace con 
                                                 
186  Vid., entre otras, las SSTS 11.7.1983 (RJ 1983, 4209); 14.11.1989 (RJ 1989, 7878), 21.10.1992 
(1992, 8584), que al referirse a la no accesoriedad recurren al concepto de la abstracción; 17.2.2000 (RJ 
2000, 1162); 4.12.2009 (RJ 2010, 271); 26.10.2010 (RJ 2010, 7603) y 10.6.2014 (RJ 2014, 4365).  
187  En este sentido, M.A. ALCALÁ DIAZ, «Función económica y naturaleza jurídica de las garantías 
bancarias…», pp. 1805 y ss. Sobre la fianza «a primer requerimiento», vid. supra capítulo III, apartado 2; 
en relación con la fianza solidaria, vid. supra capítulo III, apartado 5.  
188 J.I. FONT GALÁN, «Los contratos mercantiles…, p. 427; M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática 
actual de las denominadas…, p. 96; F. INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de 
garantía…», pp. 389-392; M.A. ALCALÁ DIAZ, «Función económica y naturaleza jurídica de las garantías 





independencia de la eficacia y de la existencia de un previo contrato, que puede estar 
concluido o por concluir189. En segundo lugar, porque a diferencia de lo que sucede en 
la fianza, en la que existe identidad entre las prestaciones debidas por el deudor y el 
fiador, en la garantía independiente el garante asume una obligación propia y 
diferenciada de aquella asumida por el fiador. Decimos por tanto que el garante más que 
asegurar en sentido técnico el exacto cumplimiento de la obligación del deudor, se 
obliga por sí mismo a asegurar, mediante el pago de una cantidad de dinero, la 
satisfacción del interés económico del beneficiario comprometido por el 
incumplimiento del deudor principal190. De este modo, la relación entre garante y 
acreedor no se configura en relación con el derecho garantizado, sino en atención al 
contenido del propio contrato de garantía, sin perjuicio de la prohibición de obligarse in 
duriorem causam, que también resulta aplicable a las garantías independientes y que 
supone que el garante no puede obligarse a más que el deudor principal (art. 1826 
CC)191.  
 
En tercer lugar, porque en las garantías independientes no se permite al garante 
oponerse a la reclamación del pago de la garantía en base a las excepciones que 
competan al deudor principal y sean inherentes a la deuda, no siendo de aplicación el 
                                                 
189 En todo caso, debe advertirse que tal y como señalan F. INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, 
«Los contratos de garantía…», p. 390, se parte de una apariencia de una relación jurídica válida, puesto 
que de prestarse la garantía con conocimiento de que esa relación nunca va a existir podría hablarse de 
una falta de causa del contrato de garantía –lo que llevaría a declarar la nulidad del mismo- e incluso de 
un caso de simulación, ya fuese total o parcial, en función del fin que persiguieren las partes con la 
formalización del contrato de garantía (art. 1276 CC). Otros autores como J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, 
Garantías a primera demanda…, p. 243, sostienen que en caso de que en caso de que no existiera una 
obligación que afianzar o que la obligación afianzada fuese nula –por un vicio de consentimiento o de 
capacidad de los firmantes, por ejemplo- o se hubiese resuelto dicha obligación, esas circunstancias no se 
transmitirían al contrato de garantía. 
190 Inciden en esta nota diferenciadora F. SACRISTÁN BERGIA, «La oposición de excepciones por 
reclamación indebida…, p. 242, según el cual la obligación del garante se reduciría al pago de la cantidad 
expresada en la carta de garantía, pero no se extendería al pago de los intereses y otros daños y perjuicios 
que el deudor debiera pagar como consecuencia de su incumplimiento; M.A. ALCALÁ DIAZ, «Función 
económica y naturaleza jurídica de las garantías bancarias…», p. 1805; J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, 
El contrato autónomo de garantía…, p. 100. Véase también G. PORTALE, «El contrato autónomo de 
garantía (causalidad y abstracción en el Garantievertrag)», RDBB, núm. 39, julio-agosto 1990, pp. 629-
664. Como mínimo en el plano teórico, se admite la posibilidad de que el garante opte por terminar la 
prestación de hacer del deudor, pero como en la mayoría de los casos el garante será una entidad 
financiera lo habitual será que ésta indemnice económicamente al acreedor por los daños y perjuicios 
sufridos a consecuencia del incumplimiento del deudor. Vid. supra capítulo III, apartado 1.  
191 El hecho de que esta prohibición se aplique a las garantías independientes se explica por la 
circunstancia de que no constituye una consecuencia ni una característica de la accesoriedad, sino más 
bien una exigencia de la causa de la garantía, que como reitera la doctrina, también está presente en esta 
nueva figura. En contra de esta postura, M.A. ALCALÁ DIAZ, «Función económica y naturaleza jurídica de 





artículo 1853 CC. De hecho, solía decirse que el garante únicamente podrá oponer al 
beneficiario aquellas excepciones derivadas del contrato de garantía, pues la idea 
fundamental de estas garantías era que no debía admitirse la oposición de excepciones 
fundadas en una relación jurídica bilateral a un tercero que no formaba parte de la 
misma ni participó en su configuración192. Actualmente, como veremos en el capítulo 
siguiente, este planteamiento debe matizarse.  
 
En cuarto y último lugar, porque la garantía independiente no se extingue con el 
contrato principal, sino que lo hace por sus propias causas: renuncia del beneficiario, 
acuerdo extintivo, acuerdo de condonación o remisión, compensación, pago de la 
garantía, expiración del período de validez de la garantía, verificación de un hecho 
establecido en el texto de la garantía como condición resolutoria, etc193. El carácter no 
accesorio de la relación de garantía justifica que, en algunos casos, las partes pacten una 
cláusula de supervivencia, que asegure la subsistencia de la garantía en los casos de 
desaparición de las relaciones subyacente y de cobertura, si bien el contenido de dicha 















                                                 
192 La exclusión de las excepciones provenientes de relaciones ajenas también es una consecuencia que la 
doctrina atribuye al principio de relatividad de los contratos (art. 1257.1 CC), y de la esencial 
independencia de los mismos. 
193 Vid. Arts. 11 y 18 Convención UNCITRAL 1995.  





CAPÍTULO IV - Los límites a la falta de accesoriedad. La oposición a la ejecución 
de la garantía 
 
Inicialmente, se había dicho que la falta de accesoriedad conllevaba la imposibilidad por 
parte del banco garante de oponer, ante la reclamación del beneficiario, cualesquiera 
otras excepciones que no fuesen las pertenecientes a la misma relación de garantía. Se 
argumentaba, en esta línea, que el carácter independiente de la obligación de garantía 
impedía a la entidad bancaria valorar la procedencia del pago. De esta manera, se 
llegaba a una conclusión a todas luces injusta, y es que incluso en aquellos casos en los 
que había motivo para no atender la reclamación de pago del acreedor porque el deudor 
principal no había incumplido, el banco debía efectuar el pago igualmente195. 
 
Actualmente, este planteamiento debe rechazarse. Así pues, debe aceptarse que el banco 
garante oponga al beneficiario, además de las excepciones derivadas del contrato de 
garantía, otras excepciones fundamentadas en el contrato principal o en el contrato de 
comisión que une al garante y al ordenante. Se han ampliado, por tanto, las 
posibilidades de defensa del garante, lo cual conlleva automáticamente una mayor 
protección de los intereses legítimos del deudor. Todo ello ha venido reforzado, además, 
por la posibilidad, reconocida por algunas Audiencias Provinciales, de que, a petición 
del deudor, se adopten medidas cautelares, como la suspensión de la ejecución de la 
garantía o el embargo preventivo del derecho de crédito que ostenta el beneficiario 
frente al banco garante, cuando se cumplan los presupuestos exigidos por la legislación 
procesal y la jurisprudencia196.  
                                                 
195 J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato autónomo de garantía…, p. 104; A. CARRASCO PERERA, 
Fianza, accesoriedad..., p. 133; M.C NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática actual de las denominadas…, 
pp. 100-101.  
196 La adopción de medidas cautelares en las garantías autónomas ha sido muy criticada por R.C. PELAYO 
JIMÉNEZ, «En torno a la medida cautelar..., pp. 130 y ss., y ha provocado una división en la doctrina de las 
Audiencias Provinciales. Así, un sector minoritario se ha mostrado favorable a acordar la suspensión de la 
garantía, solicitada en el marco de un litigio entre el garantizado y el beneficiario sobre el contrato 
principal, siempre y cuando en la demanda del deudor exista «apariencia de buen derecho» y «peligro de 
mora procesal»; en este sentido se han pronunciado, entre otros, los Autos AP Madrid de 23.1.2012 (JUR 
2012, 96015) y de 17.9.2008 (AC 2008, 2031); y los de AP Barcelona de 23.3.2011 (JUR 2011, 201690) 
y 9.1.2012 (JUR 2012, 88861). En sentido contrario a la adopción de la medida cautelar de supensión de 
la ejecución, se han pronunciado los Autos AP Madrid de 10.12.2008 (JUR 2009, 88860), 11.6.2010 (AC 
2010, 1248), y 18.2.2011 (JUR 2011, 159387), entre otros. El argumento utilizado para denegar la 
suspensión de la ejecución es que dicha medida resulta contraria a la naturaleza jurídica del aval a primer 
requerimiento, ya que desconoce su carácter distinto, autónomo, independiente y no accesorio. Este es el 
planteamiento defendido en la actualidad por el Tribunal Supremo, que fija doctrina jurisprudencial en la 






1. La protección de los intereses del deudor ante reclamaciones indebidas: la 
exceptio doli 
 
En sede de ejecución, la oposición por reclamación indebida sigue siendo sin lugar a 
dudas la excepción más comentada, y la que refleja mejor el mantenimiento de la nota 
de accesoriedad en las garantías autónomas. Sin embargo, todavía hoy día no está claro 
cual debe ser el contenido de lo que se ha venido a llamar la exceptio doli o excepción 
de abuso197: por ejemplo, ¿deben entenderse incluidos dentro de este concepto todos los 
supuestos en los que la reclamación del beneficiario resulta injustificada por no haberse 
producido el incumplimiento del deudor principal, o solamente se refiere al caso de que 
se aprecie un ánimo fraudulento o una actuación dolosa del beneficiario en la 
presentación de la reclamación?. En ambos casos, está claro que la consecuencia es la 
misma: el garante no debe atender la reclamación de pago del acreedor. Sin embargo, 
resulta razonable pensar que no puede tratarse de la misma forma al acreedor que 
reclama de buena fe sin conocer que el deudor ha cumplido, que al acreedor que 
falsifica la documentación presentada para obtener el pago; en este segundo caso, 
además de paralizarse la ejecución de la garantía, debería aplicarse una sanción al 
acreedor que desincentive la repetición de la conducta antijurídica198.  
                                                 
197 Con carácter general la oposición de la exceptio doli es admitida por la jurisprudencia en la mayoría de 
los países. En nuestro país, el TS ha admitido con carácter general la viabilidad de la exceptio doli, entre 
otras, en las Sentencias de 13.10.1989 (RJ 1989, 6916), de 27.11.1998 (RJ 1998, 9324), de 17.2.2000 (RJ 
2000, 1162), de 29.4.2002 (RJ 2002, 7024), y de 12.11.2003 (RJ 2003, 8408). A nivel doctrinal, el 
reconocimiento también ha sido prácticamente unánime: en este sentido puede verse J. SAN JUAN 
CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, pp. 166 y 323; M.C. NÚÑEZ ZORRILLA, La problemática 
actual de las denominadas…, p. 272; J. SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, El contrato autónomo de 
garantía…, pp. 396-397; A. CARRASCO PERERA, Fianza, accesoriedad…, pp. 246 y ss; J.M. BUSTO 
LAGO, Las garantías personales atípicas…, p. 232 y ss. Sobre la utilización del concepto de abuso de 
derecho, J. SAN JUAN CRUCELAEGUI, Garantías a primera demanda…, p. 330, destaca que «aun cuando 
se pueda sostener en términos conceptuales que el abuso de derecho es noción más amplia que el fraude y 
la mala fe, y por lo mismo diferente, en lo relativo a la reclamación del pago de las garantías 
independientes aparecen con denominaciones diferentes de una misma realidad».  
198 Otra de las discusiones habituales sobre la excepción de abuso es la relativa a si en estos casos el 
banco garante tiene una facultad para negarse al pago –y, por consiguiente, puede decidir pagar aun 
siendo abusiva la reclamación del beneficiario, y después repetir con éxito contra el ordenante–  o si por 
el contrario resulta obligado a ello –con la consecuencia de que si decide pagar perdería su derecho a 
exigir al deudor el reembolso de la cantidad indebidamente desembolsada-. En favor de esta segunda 
postura, F. SACRISTÁN BERGIA, «La oposición de excepciones por reclamación indebida…, pp. 247-248, 
quien argumenta que el garante antes de pagar al beneficiario debe examinar por iniciativa propia la 
corrección de la reclamación y su procedencia conforme al texto de la garantía otorgada, además de 
informar de la reclamación de ejecución al ordenante. En este contexto, sostiene el autor que «si se da una 
situación en la que por la información y pruebas que tiene el garante este conoce la improcedencia de la 






Al margen del debate sobre el ámbito de aplicación de la exceptio doli, no hay dudas 
sobre la razón de ser de la misma. Su existencia está motivada por la necedidad de 
evitar un abuso del derecho de crédito por parte del beneficiario de la garantía, que en 
ocasiones puede verse tentado a reclamar el pago al banco garante, a sabiendas de que 
no tiene que probar el incumplimiento del deudor, toda vez que la presentación de la 
reclamación en la forma prevista en el texto de la garantía se beneficia de la presunción 
iuris tantum de que el deudor ha incumplido, así como de la renuncia contenida en la 
carta de garantía a la oposición de excepciones que tengan su origen en la relación 
subyacente. La posibilidad de oponer la exceptio doli se explica en primer término en 
base al mismo fundamento de la garantía, que como es sabido se constituye para cubrir 
al acreedor de los riesgos del incumplimiento del deudor. Adicionalmente, esta 
posibilidad encuentra su razón de ser en el principio de la buena fe que debe regir el 
ejercicio de los derechos, tal y como recuerdan los artículos 7 del Código Civil y 111-7 
del Código Civil de Cataluña. Aun no siendo un argumento tan utilizado como los 
anteriores, también puede fundamentarse la viabilidad de la exceptio doli en el artículo 
11.2 LOPJ, que establece que «los Juzgados y Tribunales rechazarán fundadamente las 
peticiones, incidentes y excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o 
entrañen fraude de ley o procesal».  
 
La posibilidad de oponer con éxito la exceptio doli está condicionada, empero, al hecho 
de que el garante pruebe la existencia de los motivos que fundamentan la oposición al 
pago. En particular, se dice que el garante debe disponer de «pruebas líquidas» 
(«present evidence»), es decir, medios de prueba que permitan demostrar de forma 
cierta e inequívoca el carácter doloso o abusivo de la pretensión del acreedor199. Dado 
que el instituto de la exceptio doli no cuenta con una regulación autónoma en Derecho 
positivo, no hay una formulación universal acerca de qué medios de prueba son aquellos 
                                                                                                                                               
ordenante, de manera que posteriormente el propio ordenante sea quien tenga que reclamar al beneficiario 
por reclamación indebida previa restitución al garante». 
199 El art. 19.1º de la Convención UNCITRAL contempla, entre las pruebas ciertas que conceden al 
garante el derecho a rechazar el pago, la falsificación del documento sobre el que se funda la ejecución o 
la circunstancia de que contiene afirmaciones falsas, o el hecho de que los documentos presentados por el 
beneficiario resulte que el pago no es debido o que la ejecución no tiene una justificación convincente. El 
art. IV.G.-3:105 DCFR es bastante más escueto, y se limita a decir, en su apartado 1, que «el garante no 
está obligado a cumplir con el requerimiento de cumplimiento si se prueba de forma evidente que este es 





que permiten demostrar la improcedencia del pago, por lo que será el juez el que, en 
cada caso y a través de un análisis exhaustivo, determine su ámbito de aplicación y su 
eficacia. Todo ello garantiza que la exceptio doli no se convierta en un cajón de sastre 
que permita al banco oponer cualquier motivo con fundamento en la relación 
subyacente, sino sólo aquellos que constituyan prueba de la ilicitud de la reclamación de 
la garantía.  
 
2. La excepción de nulidad del contrato subyacente por violación grave del orden 
público o de la moral 
 
Puesto que no existe una absoluta desconexión entre el contrato de garantía y el contrato 
principal, y asumiendo que el contrato autónomo de garantía encuentra su causa en el 
contrato subyacente, es lógico afirmar que la ilicitud del segundo debe reflejarse en el 
primero. Así, si el contrato principal es ilícito por ser contrario a las leyes –en el sentido 
de norma imperativa–, a la moral o al orden público (arts. 1255 y 1275 CC), esta misma 
ilicitud se transmite al contrato de garantía, que debe ser declarado nulo. Esta es la 
postura mayoritaria en la doctrina de nuestro país.  
 
Obviamente, el garante debe conocer la ilicitud del contrato subyacente para poder 
alegarla –algo que puede hacer en cualquier momento, al tratarse de un supuesto de 
nulidad radical–. Además, los autores exigen que dicha ilicitud resulte de la descripción 
que del contrato subyacente se haga en el contrato de garantía, sin necesidad de 
practicar pruebas que tengan por objeto el contrato subyacente200. Sin embargo, 
entiendo que la nulidad del contrato subyacente también debe poder ser alegada si, a 
pesar de no resultar evidente en base a la descripción que de él se haga en el texto de la 
garantía, el garante deviene conocedor de dicha ilicitud por la noticia de un tercero, que 
podría ser el acreedor que en el momento de formalizar el contrato principal desconocía 




                                                 
200 J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a primer requerimiento…, pp. 4789-4790; A. CARRASCO 
PERERA, Fianza, accesoriedad…, p. 245; A. CARRASCO PERERA, Tratado de los derechos de garantía…, 





3. Las excepciones basadas en el contrato de garantía 
 
Es indudable que el garante debe poder oponer al beneficiario las excepciones derivadas 
del contrato de garantía, puesto que la obligación del garante nace precisamente de ese 
negocio jurídico201. En un sentido más amplio, se ha dicho que el garante puede oponer 
todas aquellas excepciones que se funden en un derecho propio contra el beneficiario, lo 
cual daría entrada a la compensación202. 
 
Dentro de este tipo de excepciones que nacen de la propia relación jurídica que media 
entre el garante y el beneficiario, BUSTO LAGO203 distingue entre las excepciones que 
surgen del contenido propio del contrato de garantía, relativas a la vigencia temporal, al 
quantum y a los riesgos cubiertos por la obligación de garantía, y aquéllas otras que 
nacen de la ineficacia, por cualquier motivo, de la relación obligatoria de garantía (me 
refiero, claro está, a la nulidad o la extinción de la garantía). INFANTE RUIZ y MIGUEL 
HERNANDO204, por su parte, diferencian entre las excepciones de validez, las 











                                                 
201 En este sentido resulta paradigmática la STS de 27.10.1992 (RJ 1992, 8584).   
202 R. MARIMÓN DURÁ, «La garantía independiente..., p. 494; J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a 
primer requerimiento…, p. 4785. En favor de la admisión de la excepción de compensación se ha 
pronunciado la SAP Alicante de 21.5.2003 (JUR 2003, 223064). 
203 J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a primer requerimiento…, p. 4784; A. CARRASCO PERERA, 
Las nuevas garantías personales: las cartas de patrocinio y las garantías a primer requerimiento, pp. 
754-756, se ha mostrado bastante restrictivo respecto a estas excepciones; en particular, respecto de las 
segundas, ha afirmado que no podrán ser opuestas sino en las condiciones que puedan serlo las 
excepciones derivadas de la relación de valuta ya que, a su juicio, si al beneficiario le constase que 
asumía ese riesgo quizás no hubiese pactado la garantía.  





CAPÍTULO V - La cesión de la garantía 
 
El mantenimiento de la accesoriedad en las garantías independientes se manifiesta de 
forma clara en la cuestión de la cesión de la garantía. Entre los autores españoles, un 
importante sector doctrinal sostiene que no puede cederse la garantía con independencia 
de la cesión del crédito subyacente, toda vez que el artículo 1528 CC prevé que «la 
venta o cesión de un derecho de crédito comprende la de todos los derechos 
accesorios». Así pues, en tanto que la garantía es un derecho accesorio del crédito 
principal, esta se transmite ex lege con la transmisión del crédito que garantiza205. 
Además, se había dicho en su momento que una supuesta admisión de la cesión 
separada del crédito de garantía sería contraria al principio de causalidad y atentaría 
contra el funcionamiento de la propia garantía, que exige que sea el beneficiario 
originario el que efectúe la reclamación, precisamente porque es él quien se encuentra 
vinculado al deudor en la relación subyacente y, por tanto, el que mejor puede conocer 
si se ha producido el incumplimiento de la obligación principal que constituye el 
supuesto de hecho de la reclamación. Siguiendo este razonamiento, una eventual cesión 
separada de la garantía llevaría al cesionario a afirmar que se ejecuta la garantía en pago 
de una obligación subyacente de la que no es acreedor, o a declarar que se ejecuta por el 
incumplimiento de otra obligación distinta de la especificada en la garantía; en ambos 
casos, parece bastante claro que el garante no estaría obligado a pagar, pues en el primer 
caso la reclamación podría considerarse abusiva y en el segundo no se da el supuesto de 
hecho de la obligación de garantía206.  
 
La interdicción de la cesión independiente de la garantía ha sido acogida por el artículo 
33 RUGD 758, en el que se prevé que para que la garantía sea transferible debe 
estipularse de forma expresa, y aun así, «el garante no estará obligado a atender una 
petición de transferencia de esa garantía con posterioridad a su emisión salvo dentro de 
los límites y en la forma expresamente consentidos por dicho garante»207. Esta solución 
                                                 
205 J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a primer requerimiento…, p. 4753; A. CARRASCO PERERA, 
Tratado de los derechos de garantía…, p. 543.  
206 F. INFANTE RUIZ / D. DE MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía…, pp. 445-446.  
207 En relación con este artículo, la STS de 28.5.2004 (RJ 2004, 3553) ha precisado que la admisión que 
resulta del mismo de la viabilidad de la cesión a tercero del derecho al cobro del crédito derivado de la 
garantía no es un obstáculo a la transmisión conjunta de la garantía junto con el crédito, con fundamento 
en los artículos 1258 y 1212 CC y en el argumento de conformidad con el cual admitir la cesión del 





también es adoptada por el art. 9 de la Convención UNCITRAL, en el que la 
intransmisibilidad del derecho del beneficiario a reclamar el pago se configura como 
regla general, sin perjuicio de la admisibilidad de la eficacia de las estipulaciones 
contractuales en las que expresamente se prevea lo contrario.  
 
Cuestión distinta a la cesión del derecho a formular la reclamación, que tiene un 
carácter eminentemente personal, es la cesión del derecho al crédito dinerario en 
cuestión, que es perfectamente admisible a menos que se haya pactado expresamente su 
incedibilidad. El propio art. 33 RUGD 758 letra g avala este planteamiento, al establecer 
que «tanto si la garantía indica que es transferible como si no, el beneficiario podrá 
ceder cualquier producto sobre el que pueda tener o pueda llegar a tener derecho en 
virtud de la garantía». Lo mismo puede decirse respecto del art. 10.1 de la Convención 
UNCITRAL, que establece que «a menos que se disponga otra cosa en la promesa o que 
las partes hayan acordado lo contrario en otra parte, el beneficiario podrá ceder a otra 
persona cualquier suma que le sea debida, o que pueda llegar a debérsele, al amparo de 
la promesa». Así pues, la regla general que establece la interdicción de la cesión 
independiente del crédito de garantía es predicable de la garantía en curso; esto es, con 
anterioridad al momento en que se ha exigido su ejecución. A partir del momento en 
que es exigible el pago del montante de la garantía resultarán de aplicación las reglas 
generales que rigen la cesión de créditos. Esta distinción entre el derecho a reclamar el 
pago (right to make a demand) y el derecho al cobro (right to assign any proceeds208), 
además de permitir la cesión del derecho futuro al cobro del montante de la garantía, 
supone que se cumpla con el requisito de que sea el beneficiario originario el que exija 





                                                 
208 Esta es la denominación utilizada por las versiones inglesas tanto de las RUU 600 como de las RUGD 
458 y 758.  
209 J.M. BUSTO LAGO, «Contrato de garantía a primer requerimiento…, p. 4753; F. INFANTE RUIZ / D. DE 
MIGUEL HERNANDO, «Los contratos de garantía…, p. 445; A. CARRASCO PERERA, Tratado de los 
derechos de garantía…, p. 539; A. DÍAZ MORENO, «Las nuevas reglas uniformes de la CCI relativas a las 
garantías a primer requerimiento», RDBB, núm. 124, octubre-diciembre 2011, pp. 37 y ss., y del mismo 
autor, «Nota introductoria acerca de la Convención de Naciones Unidas sobre Garantías Independientes y 







1. Se aprecia un intento de armonización de las garantías independientes, 
denominación bajo la cual pretenden abarcarse todas las garantías en las que el 
banco garante no está sujeto a las vicisitudes derivadas de relaciones ajenas a la 
relación de garantía que le une con el beneficiario. Sin embargo, las definiciones 
adoptadas tanto por los textos europeos como por las RUGD 758 no resultan del 
todo satisfactorias desde el punto de vista de un sistema causalista como el 
español. Asimismo, sería aconsejable que el legislador europeo adoptara medidas 
para promover un concepto unitario de exceptio doli que permitiera identificar 
mejor su contenido y sus implicaciones.  
 
2. No existe una regulación legal específica sobre el contrato autónomo de garantía a 
primera demanda, motivo por el cual la mayoría de la doctrina científica lo ha 
calificado como un contrato atípico. No obstante, el estudio de su naturaleza 
jurídica demuestra que las notas de accesoriedad y subsidiariedad no desaparecen 
por completo, y que su estructura básica, que prevé la concurrencia de un garante, 
un deudor y un acreedor, se corresponde con el esquema triangular propio de la 
obligación fideusoria. Si a ello le añadimos el hecho de que el propio régimen 
legal que disciplina la fianza permite realizar derogaciones particulares del 
mismo, mediante la exclusión del beneficio de excusión (art. 1830 CC) o el pacto 
una fianza solidaria (art. 1822.2º), no resulta del todo descabellado sostener que 
en el caso de que la garantía autónoma se constituya en el territorio nacional y las 
partes de la garantía tengan vecindad civil española (art. 14 CC), deberían 
aplicarse analógicamente las normas del Código Civil previstas para la fianza, a 
excepción de aquellos artículos que sean incompatibles con la falta (relativa) de 
accesoriedad que caracteriza a este contrato.  
 
3. Desde un punto de vista técnico-jurídico, no debería vincularse la falta de 
accesoriedad de la garantía autónoma con el elemento causal del contrato, pues en 
tanto que garantía personal esta encuentra su razón de ser en la obligación que 





autónoma si esta no se fundamenta en la existencia de una obligación lícita que 
garantizar. Con todo, debe admitirse el pacto de las partes contratantes en cuya 
virtud se condiciona la eficacia de la garantía al nacimiento, dentro de un período 
de tiempo razonable, de la obligación garantizada, que deberá cumplir a su vez los 
requisitos de validez previstos por la legislación nacional aplicable. 
 
4. La falta de accesoriedad de las garantías a primera demanda debe calificarse como 
relativa, en tanto que no es cierto que se produzca una absoluta separación entre la 
relación de garantía y la relación principal. En todo caso, debe darse o presumirse 
razonablemente un incumplimiento del contrato principal que se identifique con el 
supuesto de hecho garantizado, pues de no ser así la reclamación que se presente 
sería indebida por abusiva o fraudulenta.  
 
5. La supuesta atipicidad de la garantía autónoma a primera demanda no ha 
impedido ni al legislador español ni a los tribunales nacionales reconocer la 
existencia de esta figura. En efecto, el reconocimiento normativo y jurisprudencial 
llevado a cabo en los últimos años demuestra la consolidación de una figura 
contractual cuya utilización en el mercado interno se está extendiendo cada vez 
más, incluso fuera de los supuestos típicamente comerciales.  
 
Dicho esto, sorprende que, a excepción de CARRASCO PERERA y GUILARTE 
ZAPATERO,  la mayoría de la doctrina de este país haya asumido de forma acrítica 
la admisión de las garantías autónomas como un tipo contractual nuevo y distinto 
de la fianza, dejándose llevar por una corriente jurisprudencial que en la mayoría 
de los casos se limita a repetir los mismos argumentos esgrimidos en las SSTS de 
14 de noviembre de 1989 y de 27 de octubre de 1992. Sería, deseable, en este 
sentido, que los autores, más allá de abrazar el principio de libertad de pacto (art. 
1258 CC) y señalar el carácter de numerus apertus de las garantías personales, 
realizaran un serio intento de reconducción de la garantía autónoma a alguna de 
las modalidades contractuales existentes.  
 
6. Ante los problemas de determinación del derecho positivo aplicable, el legislador 





específica y omnicomprensiva de las garantías autónomas a primera demanda que 
las configure como una figura sui generis y que impida el recurso por analogía 
legis a las normas de la fianza. B) Introducir una modificación en el Código Civil 
para dar entrada a las garantías autónomas como una modalidad más de fianza. En 
cualquier caso, sería interesante que el legislador incorporara una disposición en 
el Código civil, que siguiendo la lógica de otras disposiciones como, por ejemplo, 
el artículo 4 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, estableciera de forma 
inequívoca qué normas de las que conforman el régimen legal de la fianza tienen 
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Anexo 1. Reglas uniformes relativas a las garantías a primera demanda (RUGD), 
publicación núm. 758 CCI.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
























